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Introducción 
El comercio ilegal de especies se vuelve cada vez más transnacional y sofisticado, pudiendo 
llegar cada operación a involucrar una tipología muy variada de actores y hechos delictivos. 
Esta complejidad y variedad de actores dificulta el ejercicio efectivo de las funciones 
jurisdiccionales requeridas para hacer frente a la misma, pero a la vez presenta nuevas 
oportunidades de intervención.  

Los marcos jurídicos penales en materia de vida silvestre, predominantemente marcados por 
niveles punitivos bajos o moderados, siguen siendo mayoritariamente usados para perseguir 
la caza y tala ilegal, así como su comercio. Al mismo tiempo, legislaciones dotadas con 
niveles punitivos elevados como las relativas a la corrupción, al lavado de activos o el crimen 
organizado, no están todavía plenamente incorporadas en las estrategias de lucha contra los 
delitos contra la vida silvestre, aunque se trate en muchos casos de delitos conexos.   

En este contexto y mientras la comunidad internacional se fija metas más ambiciosas para el 
combate del tráfico de especies, las fiscalías tienen ante sí la oportunidad de incrementar su 
éxito frente al tráfico de especies mediante la ampliación de la estrategia judicial para la 
imputación de cargos, no sólo por delitos directos contra la fauna y flora, sino también por 
delitos conexos.  

World Wildlife Fund (WWF) implementa el proyecto “Fortalecimiento a los esfuerzos 
regionales contra la corrupción e investigaciones financieras para contrarrestar el tráfico de 
vida silvestre en Bolivia, Ecuador y Perú” (el “Proyecto”) financiado por la Oficina de Asuntos 
Internacionales de Narcóticos y Aplicación de la Ley (“INL”, por sus siglas en inglés) del 
Departamento de Estado de los Estados Unidos. El proyecto tiene como objetivo mejorar las 
investigaciones y procesamientos penales y la incorporación de investigaciones financieras 
en casos de tráfico de vida silvestre en Bolivia, Ecuador y Perú e implementa actividades de 
fortalecimiento institucional y asistencia técnica en las oficinas fiscales de los tres países.  

El presente reporte establece la línea de base para medir el progreso futuro de los 
esfuerzos por vincular delitos financieros a las investigaciones penales relativas al 
tráfico de vida silvestre.  

Para ello, se ha buscado compilar y analizar información de casos criminales relativos a la 
tala ilegal y al tráfico de fauna marina y terrestre entre los años 2016 y 2022, indagando en el 
tipo de delitos que las fiscalías han utilizado para enjuiciar cada caso, y para entender el 
papel que la legislación sobre lavado de activos ha jugado en esos casos. Durante el 
desarrollo del reporte se han identificado áreas de oportunidad para la mejora en las áreas de 
información criminal, investigación y fiscalización.   
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Metodología 
La investigación se realizó en etapas durante los meses de mayo a noviembre del 2023, que 
se resumen a continuación:   

01. Identificación de fuentes oficiales de publicación legal – Para garantizar la 
validez y exactitud de la información de aplicación para el enjuiciamiento de delitos 
contra la vida silvestre, como primer paso se identificaron, para cada una de las tres 
jurisdicciones, aquellas entidades oficiales publicando legislación online relativa al 
tema de interés. El resultado se presenta en el Anexo 01. Fuentes Oficiales de 
Información Legal, e incluye un total de veinte (20) sitios web gubernamentales, 
incluyendo 10 de Bolivia, 4 de Ecuador y 6 de Perú. En general, se puede decir que 
los tres países cumplen satisfactoriamente con la responsabilidad pública de facilitar 
el acceso a leyes a sus ciudadanos.  
 

02. Recopilación y Análisis de Marcos Legislativos – Partiendo de las fuentes 
identificadas, se compilaron y revisaron un total de 76 leyes, incluyendo 18 de 
Bolivia, 27 de Ecuador y 31 de Perú. Para cada país, el marco legal de referencia 
incluyó legislación de carácter administrativo sobre recursos naturales (leyes de 
fauna, pesca, bosques o áreas protegidas) así como legislación criminal general en 
forma de códigos penales y específica como leyes de armas, anti-corrupción, o de 
lavado de activos. Esta documentación sirvió para la identificación de agencias de 
gobierno y competencias legales, así como para la caracterización de delitos, que se 
realizó enteramente en base a fuentes primarias de la ley. En el Anexo 02. Marcos 
Legislativos de Referencia se listan todas las normas relevantes identificadas, 
incluyendo el número de norma, el año de aprobación, así como links para facilitar 
su acceso online al lector.  

 
03. Caracterización de Delitos – Se identificaron los tipos delictivos relevantes a esta 

investigación y sus elementos básicos incluyendo penas, sujetos de responsabilidad 
penal, periodo de prescripción y circunstancias agravantes/mitigantes. Además de 
los crímenes de caza, tala, pesca y/o comercio ilegal de especies, se identificaron 
delitos típicamente conexos incluyendo el lavado de activos, la falsedad 
documental, la corrupción, evasión fiscal, la tenencia ilícita de armas de fuego, y la 
pertenencia a organización criminal. Esta información se organizó y sistematizó en 
tablas, que se incluyen en el Anexo 03. Tipificación de Delitos contra la Vida Silvestre y 
Delitos Conexos. Dos preguntas clave de investigación se respondieron en cada 
jurisdicción. La primera relativa a la posibilidad legal de agregar cargos criminales o 
la existencia de limitaciones para las fiscalías en el número de cargos que pueden 
presentarse simultáneamente en casos con múltiples delitos conexos. La segunda 
pregunta iba dirigida a verificar que la legislación contra el lavado de activos pueda 
ser efectivamente utilizada en delitos contra la vida silvestre. Todo ello forma parte 
del análisis presentado en los capítulos de cada país.  

 
04. Mapeo de Actores Clave – Se compiló una base de datos con información de 

actores clave en base a contactos de WWF, investigación secundaria en línea y la 
visita de campo. Los actores pertenecen a agencias de gobierno clave en cada país 
relacionadas con Ministerios con competencias sobre vida silvestre, CITES, 
INTERPOL, Policía, Aduanas, Fiscalías y Judicaturas, principalmente. Se hizo una 
identificación preliminar de las unidades responsables, dentro de cada agencia, de 
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la creación o manejo de la información criminal objetivo. El mapeo resultó en un total 
de 95 actores identificados, incluyendo 32 actores de Bolivia, 39 de Ecuador y 24 de 
Perú.  

 
05. Visita de Campo y Entrevistas - Se realizó una visita de campo por parte de uno de 

los tres consultores del equipo con una duración de tres semanas (del 13 de agosto al 
2 de septiembre del 2023).  Durante la visita, se lograron un total de 21 entrevistas de 
entre los actores clave identificados (10 en Bolivia, 9 en Ecuador, 2 en Perú). Anterior 
y posteriormente al viaje de campo, se realizaron otras 4 entrevistas remotas con 
actores adicionales, para un total de 25 entrevistas completadas.  
 

06. Análisis y sistematización de la información – Con la información recogida online, 
en las entrevistas de campo y en estudios relacionados, se procedió al análisis y 
sistematización, organizando los resultados por jurisdicción para responder la 
inquietud principal de la investigación en relación con cómo se han enjuiciado entre 
los años 2016 y 2022 los delitos contra la vida silvestre en Bolivia, Ecuador y Perú.   

 

  



8 

 

Enjuiciamiento de crímenes 
contra la vida silvestre en 
Ecuador 2016-2022 

 

Tipificación de Delitos y Oportunidades Procesales 
En esta sección introductoria se ofrece un panorama general de las oportunidades 
procesales que existen en el Ecuador para el enjuiciamiento de la tala ilegal de madera y el 
tráfico de fauna marina y terrestre. Dado que esta investigación ha buscado conocer qué 
tipos penales se han utilizado entre el 2016 y el 2022 para abrir causas criminales contra los 
que han atentado contra la vida silvestre, se han seleccionado las tipologías delictivas 
existentes en el marco jurídico de Ecuador que, directamente o de manera conexa, pudieran 
haberse usado por la Fiscalía para la presentación de cargos. 

Para recopilar estos tipos penales se ha acudido al Código Orgánico Integral Penal1 (COIP), 
que aglutina la tipificación de todos los delitos de interés para este análisis, obviándose la 
necesidad de recurrir a las leyes especializadas por materias. Este Código estandariza el 
tratamiento de las penas de prisión y de multa, ofreciendo para cada delito una horquilla de 
penas mínimas y máximas, otorgando discrecionalidad al juez para fijar penas dentro de los 
límites de las horquillas. El COIP establece también un listado taxativo de circunstancias 
agravantes y mitigantes aplicable a todos los delitos tipificados que modifica estas horquillas. 
Cuando al menos una circunstancia agravante está presente, la pena se fija aumentando la 
pena máxima en un tercio. Cuando al menos dos circunstancias mitigantes están presentes, 
la pena se fija disminuyendo en un tercio a la pena mínima. 

La Figura 01 ofrece una comparativa de las penas de prisión y de multa que el COIP 
establece para los delitos contra la flora y fauna silvestre y para otros 9 delitos 
potencialmente conexos, y resume parcialmente las fichas detalladas por delito incluidas en 
el Anexo 03. Tipificación de Delitos. Las penas de prisión se presentan en años, mientras que 
las penas de multa lo hacen en salarios únicos básicos (SBU), una unidad de equivalencia 
con una correspondencia en dólares americanos actualizada anualmente y con un valor de 
USD 450 para el 2023. Algunos de los delitos conexos definen sus penas en base a ciertos 
elementos específicos y este análisis ha seleccionado aquellos que aplicarían a los casos 
contra la vida silvestre, como se explica en las notas contenidas en la parte inferior de la 
figura. En cuanto al delito de delincuencia organizada, también de interés para judicializar 
crímenes contra la vida silvestre por sus penas elevadas, se ha destacado en rojo en la 
Figura 01 porque actualmente no es posible su uso como alternativa procesal. Esto es así 
porque ese tipo delictivo está limitado a la organización para cometer crímenes cuya pena 
máxima sea al menos de 5 años, condición que no se presenta en los delitos del Art. 247 
contra la fauna y flora. Futuros aumentos de penas para este delito abrirían también la 

 
1 El COIP fue aprobado por la ley180/2014 y ha sido enmendado varias veces hasta marzo del 2022.  
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posibilidad de utilizar este tipo penal. Hasta entonces, el tipo penal de Asociación Ilícita sería 
el que podría utilizarse como alternativa.  

Figura 01. Comparativa de penas en Ecuador para delitos contra fauna y flora y delitos conexos

 

Es claro que el tipo fijado por el Art. 247 del COIP sobre delitos contra la fauna y flora 
silvestre conlleva hoy en día las penas más bajas, tanto de cárcel como de multa.2 Las penas 
por lavado de dinero son las más altas de todas y el uso de este tipo penal en Ecuador de 
manera sustitutiva o complementaria al Art. 247 supondría un escenario mucho más agresivo 
en la lucha contra el tráfico de especies, dado que el máximo de 3 años de prisión 
incrementaría a 13 años. Inmediatamente le siguen las penas por cohecho, que incluyen 
corrupción pasiva y activa, cuyos tipos penales podrían ser usados en casos donde ha 
habido el involucramiento de oficiales de gobierno, como se ve en la Figura 02 que ofrece 
una organización complementaria de los delitos en base a sus penas máximas de prisión.  

Figura 02. Penas máximas de prisión por tipo penal en Ecuador 
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Hasta  
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Hasta  
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Hasta  
13 años 
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y fauna silvestres 

 
● Contrabando 
● Tenencia y porte de armas 
● Asociación Ilícita 
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● Defraudación tributaria 
 

 
● Falsificación y uso 

de documento 
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● Cohecho 
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organizada 

 

 
● Lavado de activos 

 

 
2 La Convención de Naciones Unidas contra el Crimen Organizado Transnacional (UNTOC) compromete a los países firmantes, 
entre los que se incluye Ecuador, a considerar el tráfico de especies protegidas como un crimen serio, punible con una pena 
máxima de al menos 4 años. Ecuador requeriría una modificación del COIP para cumplir con este compromiso internacional.  
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Se han identificado cuatro elementos del procesamiento penal en Ecuador de gran relevancia 
para esta investigación y los mismos se presentan a continuación:  

▪ El delito contra el lavado de dinero se considera autónomo de aquellos otros delitos 
relacionados con el origen ilícito de los activos que juzga, no existiendo pues 
restricciones para aplicar esta legislación a los casos en los que los activos se originan 
en el tráfico ilegal de vida silvestre. Adicionalmente, el lavado de activos es punible en 
Ecuador aun cuando las actividades de las que provinieren los bienes, o los actos 
penados se realicen, total o parcialmente, en el extranjero. Estas bases legales dotan 
de jurisdicción a los tribunales nacionales para judicializar redes de tráfico y lavado de 
activos de escala internacional pero conectadas a Ecuador.  
 

▪ La prescripción del ejercicio público de la acción para cada delito es igual al tiempo 
máximo de la pena de privación de libertad prevista, contado desde la comisión del 
delito, con la salvedad que el periodo mínimo de prescripción para la acción pública es 
de cinco años, en cualquier caso. Esto significa que la persecución en base a los dos 
tipos penales con penas más altas, cohecho (una forma de corrupción) y lavado de 
activos, tendría una prescripción de 10 años y 13 años, respectivamente y la ventana 
de oportunidad para abrir nuevas causas por delitos juzgados en base al artículo 247 
estaría abierta.  

 
▪ En relación con la posibilidad de acumulación de penas por comisión de dos o más 

delitos conexos, Ecuador contempla dos situaciones. Cuando a una persona le son 
atribuibles varios delitos autónomos e independientes, las penas se acumulan hasta un 
máximo del doble de la pena más grave, sin exceder el límite máximo de cuarenta 
años.3 Si, por el contrario, varios tipos penales son subsumibles a la misma conducta, 
no hay posibilidad de acumulación y se aplica la pena correspondiente a la infracción 
más grave.4 En cualquier caso, se requiere unificar el proceso penal ante la jurisdicción 
donde se hubiere consumado la infracción más grave.5  

 
▪ El proceso penal contempla la posibilidad de suspender condicionalmente las penas 

privativas de libertad impuestas por sentencia cuando los tipos penales juzgados 
prevean penas que no excedan de 5 años.6 Esta provisión legal ha jugado gran 
protagonismo en el enjuiciamiento de casos contra la vida silvestre en Ecuador, porque 
todos los condenados han obtenido la suspensión de sus penas de prisión. Esto es así 
porque, como se ha expuesto anteriormente, la pena máxima establecida por el Artículo 
247 sobre delitos contra fauna y flora fija un máximo de 3 años de prisión, permitiendo 
que esta cláusula legal pueda ser invocada. Afortunadamente, el 29 de abril del 2023 
entró en vigor la modificación del COIP que prohíbe explícitamente el uso de esta 
herramienta en una serie de delitos considerados graves, entre los que se encuentran 
los delitos contra el ambiente, el enriquecimiento ilícito y el cohecho.7 Es de anticipar 
que las condenas emitidas a partir de esa fecha impliquen finalmente la entrada en 
prisión de los condenados.  

 
3 COIP, Art. 20. Concurso real de infracciones 
4 COIP, Art. 21. Concurso ideal de infracciones 
5 COIP, Art. 406. Conexidad 
6 COIP, Art. 630. Suspensión condicional de la pena 
7 Art. 95 de la Ley Orgánica Reformatoria a Varios Cuerpos Legales para el Fortalecimiento de las Capacidades Institucionales y 
la Seguridad Integral publicada de 29 de Marzo del 2023 y en vigor 30 días después para las reformas al COIP.  
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Las Etapas del Proceso Penal 
Las etapas del proceso penal en Ecuador se pueden considerar que son cinco y abarcan 
desde el conocimiento del hecho punible hasta la completa ejecución de la sentencia. 
Conocer las etapas del proceso penal es relevante de cara a interpretar la información de 
cada caso penal.  

La Figura 03 ofrece detalles adicionales de los elementos claves que permiten que un caso 
complete el flujo desde la denuncia a la sentencia condenatoria, incluyendo la denuncia 
inicial, la formulación de cargos después de una investigación previa que recopile indicios, el 
dictamen acusatorio después de la fase de instrucción, el llamamiento a juicio y la sentencia 
condenatoria. A lo largo del proceso, son varias las causas por las que el caso puede 
interrumpirse o terminar sin condena acusatoria, incluidas la falta de indicios o evidencias, 
defectos de forma o incluso la suspensión de la pena. Los elementos que interrumpen el 
proceso penal antes de una ejecutoria de sentencia incluyen el archivo de la investigación, 
los autos de sobreseimiento y nulidad, las sentencias absolutorias y las suspensiones de 
penas.  

Figura 03. Las Etapas del Proceso Penal en Ecuador 

 

Competencias Legales para la Investigación y 
Enjuiciamiento frente a Delitos contra la Vida Silvestre 
En esta sección se listan las responsabilidades y atribuciones principales de cuatro actores 
institucionales clave en la investigación y enjuiciamiento de los delitos contra la vida silvestre 
en Ecuador. Se incluye la unidad de policía especializada en medio ambiente (UPMA), la 
Fiscalía General del Estado (FGE) y su fiscalía especializada en material ambiental (Unidad 
Especializada para la Investigación de los Delitos contra el Medio Ambiente y la Naturaleza), 
así como la Unidad Nacional de Investigación de Delitos Contra el Ambiente (UNIDCAN) que 
opera como policía judicial de la FGE, y la Unidad de Análisis Financiero y Económico 
(UAFE), que lidera la lucha contra el lavado de activos.  

Otros actores con participación en el control del tráfico de vida silvestre incluyen el Cuerpo 
de Vigilancia Aduanera (CVA), la Armada de Ecuador y las distintas autoridades portuarias. 
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Estas agencias no han sido consideradas en esta sección porque no se tuvieron contactos 
directos con ellas.  

Unidad de Protección del Ambiente de la Policía Nacional (UPMA) 

Su misión es la de velar por la preservación del ambiente, la conservación de los 
ecosistemas, la biodiversidad y la integridad del patrimonio genético del país, la preservación 
del daño ambiental y la recuperación de los espacios naturales degradados, mediante 
procedimientos especializados de control que garanticen la sostenibilidad del buen vivir, en 
favor de la seguridad ciudadana y el orden público. Entre sus atribuciones y 
responsabilidades están: 

● Ejercer el mando y administrar los recursos a su cargo en el ámbito de sus 
competencias. 

● Coordinar y participar con instituciones del sector público y privado, organismos 
nacionales e internacionales, para la defensa y protección del ambiente. 

● Ejecutar acciones de prevención de amenazas a la biodiversidad contra la invasión 
de áreas de importancia ecológica, incendios forestales y de vegetación, flora y 
fauna silvestre, recursos del patrimonio genético nacional, entre otros. 

● Ejecutar controles de prevención de infracciones en contra de los recursos 
naturales como: el agua, suelo y aire. 

● Implementar controles de prevención de infracciones a la gestión ambiental contra 
la gestión prohibida o no autorizada de productos, residuos, desechos o sustancias 
peligrosas y falsedad u ocultamiento de información ambiental. 

● Coordinar acciones preventivas ambientales con las instituciones públicas, 
privadas, nacionales, extranjeras y organizaciones no gubernamentales, vinculadas 
con las operaciones y acciones en la prevención del daño ambiental, preservación 
del ambiente y conservación de los ecosistemas, la biodiversidad y patrimonio 
genético. 

● Desarrollar controles de prevención de infracciones al recurso minero, 
financiamiento o suministro de maquinarias para extracción ilícita de estos recursos. 

● Ejecutar controles de tenencia, manipulación, tratamiento, caducidad, producción, 
importación, transporte, distribución, destino final y expendio de los productos 
referentes al área y uso animal o agrícola. 

● Cumplir con las demás atribuciones y responsabilidades que señalen las leyes y 
reglamentos 

Fiscalía General del Estado (FGE) 

El Art. 443 del COIP regula sus atribuciones, que incluyen la organización y dirección del 
sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, la 
creación de normas técnicas para las funciones investigativas, dirigir el sistema de 
protección de víctimas, testigos y otros participantes en el proceso y asignar fiscales 
especializados a los distintos casos. Desde el 2022, opera una Fiscalía especializada en 
delitos ambientales con dos fiscales ubicados en Quito. Adicionalmente, otra Fiscalía tiene 
atribuciones sobre los delitos de lavado de dinero.  

Las atribuciones de los fiscales de la FGE son comunes a todas las fiscalías, bien sean 
especializadas o no. Están fijadas por el Art. 444 del COIP e incluyen: 
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● Recibir denuncias escritas o verbales en los delitos en los que procede el ejercicio 
público de la acción.  

● Reconocer los lugares, huellas, señales, armas, objetos e instrumentos con la 
intervención del personal del sistema especializado integral de investigación, 
medicina legal y ciencias forenses o personal competente en materia de tránsito, 
conforme con lo dispuesto en el COIP.  

● Formular cargos, impulsar y sustentar la acusación de haber mérito o abstenerse 
del ejercicio público de la acción.  

● Disponer al personal del sistema especializado integral de investigación, medicina 
legal y ciencias forenses o al personal competente en materia de tránsito, la 
práctica de diligencias tendientes al esclarecimiento del hecho, salvo la recepción 
de la versión del sospechoso.  

● Supervisar las disposiciones impartidas al personal del sistema especializado 
integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o a la autoridad 
competente en materia de tránsito. 

● Recibir las versiones de la víctima y de las personas que presenciaron los hechos o 
de aquellas a quienes les conste algún dato sobre el hecho o sus autores.  

● Solicitar a la o al juzgador, en los casos y con las solemnidades y formalidades 
previstas en el COIP, la recepción de los testimonios anticipados aplicando los 
principios de inmediación y contradicción, así como de las víctimas de delitos 
contra la integridad sexual y reproductiva, trata de personas y violencia contra la 
mujer o miembros del núcleo familiar.  

● Impedir, por un tiempo no mayor de ocho horas, que las personas cuya información 
sea necesaria, se ausenten del lugar, en la forma establecida en el COIP.  

● Disponer que la persona aprehendida en delito flagrante sea puesta a órdenes del 
órgano judicial correspondiente, a fin de que resuelva su situación jurídica dentro de 
las veinticuatro horas desde que ocurrió la aprehensión.  

● Disponer al personal del sistema especializado integral de investigación, medicina 
legal y ciencias forenses o autoridad competente en materia de tránsito, la 
identificación del sospechoso o de la persona procesada cuando la víctima o los 
declarantes no conozcan su nombre y apellido, pero aseguren que la identificarían 
si vuelven a verla, de acuerdo con las disposiciones previstas en el COIP.  

● Solicitar a la o al juzgador que dicte las medidas cautelares y de protección que 
considere oportunas para la defensa de las víctimas y el restablecimiento del 
derecho. Igualmente podrá pedir la revocatoria o cesación de dichas medidas 
cuando estime que la investigación practicada ha permitido desvanecer los indicios 
que las motivaron.  

● Ordenar el peritaje integral de todos los indicios que hayan sido levantados en la 
escena del hecho, garantizando la preservación y correcto manejo de las 
evidencias.  

● Aplicar el principio de oportunidad.  
● Disponer la práctica de las demás diligencias investigativas que considere 

necesarias.  

UNIDCAN/Sistema Especializado Integral De Investigación, De Medicina Legal y 
Ciencias Forenses 

En materia pre-procesal y procesal penal, la Fiscalía dirige el sistema especializado integral 
de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, que presta servicios especializados 
de apoyo técnico y científico a la administración de justicia (Art. 448.- Organización y 
dirección). El Sistema cuenta con el apoyo del organismo especializado de la Policía Nacional 
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y personal civil de investigación, quienes llevan a cabo las diligencias necesarias para cumplir 
los fines previstos en el COIP, ejecutando sus tareas bajo la dirección de la Fiscalía y 
dependiendo administrativamente del ministerio del ramo. En el caso de delitos contra la 
flora y fauna, la Unidad Nacional de Investigación de Delitos Contra el Ambiente (UNIDCAN) 
es la unidad de la Policía Nacional que presta los servicios de policía judicial.  

Sus atribuciones están dictadas por el Art. 449 del COIP e incluyen: 

● Dar aviso a la o al fiscal en forma inmediata, de cualquier noticia que tenga sobre el 
cometimiento de un delito de ejercicio público de la acción penal.  

● Recibir denuncias en delitos de ejercicio público de la acción penal y remitirlas de 
forma inmediata a la Fiscalía para su tramitación.  

● Realizar las primeras diligencias investigativas, tales como: entrevistas, vigilancias, 
manejo de fuentes y otros, las que serán registradas mediante grabación 
magnetofónica o de video.  

● Aprehender a las personas sorprendidas en delito flagrante, a quienes les 
comunicará sus derechos, elaborará el parte correspondiente y la persona 
aprehendida, quedará inmediatamente, a órdenes del órgano judicial competente. 

● Tomar las medidas adecuadas y oportunas para impedir el cometimiento o 
consumación de una infracción que llegue a su conocimiento.  

● Vigilar, resguardar, proteger y preservar el lugar donde presuntamente se comete la 
infracción y recoger los resultados, huellas, señales, armas, objetos, instrumentos y 
demás vestigios.  

● Proceder al levantamiento e identificación del cadáver.  
● Cumplir de acuerdo con los plazos señalados, las disposiciones para la práctica de 

diligencias investigativas de la o el fiscal.  
● Cumplir las órdenes que les imparta la o el fiscal o la o el juzgador.  
● Identificar a los sospechosos.  
● Mantener actualizadas las bases de datos de información y llevar un sistema 

estadístico de investigación del delito.  
● Solicitar a la o al fiscal la autorización judicial para la práctica de diligencias 

investigativas. Sobre las diligencias investigativas y sus resultados, se presentará un 
informe a la o al fiscal, dentro de los plazos señalados. En aquellos lugares donde 
no exista personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina 
legal y ciencias forenses, en el ámbito de la justicia penal, los servidores o 
servidoras de la Policía Nacional tendrán las atribuciones señaladas en este mismo 
Artículo 449.  

Unidad de Análisis Financiero y Económico (UAFE) 

La UAFE es la entidad técnica responsable de Coordinación de las estrategias nacionales 
para erradicar el lavado de activos y el financiamiento de delitos, mediante la ejecución de 
políticas de prevención y la generación de reportes de análisis financiero.  

Las funciones y atribuciones de la UAFE están fijadas por el Art. 12 de la Ley Orgánica de 
Prevención, Detección y Erradicación del Delito de Lavado de Activos y del Financiamiento 
de Delitos. Son las siguientes: 

● Elaborar programas y ejecutar acciones para detectar, de conformidad con esta ley, 
operaciones o transacciones económicas inusuales e injustificadas. 
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● Solicitar a los sujetos obligados a informar, de conformidad con lo previsto en esta 
ley, la información que considere necesaria para el cumplimiento de sus funciones. 
De igual manera podrá solicitar las aclaraciones o ampliaciones. 

● Incorporar nuevos sujetos obligados a reportar; y podrá solicitar información 
adicional a otras personas naturales o jurídicas. 

● Coordinar, promover y ejecutar programas de cooperación con organismos 
internacionales análogos, así como con unidades nacionales relacionadas para, 
dentro del marco de sus competencias, intercambiar información general o 
específica relativa al lavado de activos y financiamiento de delitos; así como 
ejecutar acciones conjuntas a través de convenios de cooperación en todo el 
territorio nacional. 

● Actuar como contraparte nacional de organismos internacionales en virtud de los 
instrumentos internacionales suscritos por el Ecuador. 

● Remitir a la Fiscalía General del Estado (FGE) el reporte de operaciones inusuales e 
injustificadas con los sustentos del caso, así como las ampliaciones e información 
que fueren solicitadas por la Fiscalía. La Unidad de Análisis Financiero y Económico 
(UAFE) queda prohibida de entregar información reservada, bajo su custodia, a 
terceros con la excepción prevista en el artículo anterior. 

● Intervenir, a través de su titular, como parte procesal en los procesos penales 
iniciados por Lavado de Activos o Financiamiento de delitos en los que ha remitido 
reportes de operaciones inusuales e injustificadas. 

● Crear, mantener y actualizar, con carácter reservado, una base de datos con toda la 
información obtenida en el ejercicio de sus competencias. 

● Organizar programas periódicos de capacitación en prevención de lavado de 
activos y del financiamiento de delitos. 

● Cumplir las normas y directrices relacionadas con lavado de activos dispuestas por 
la Fiscalía General del Estado (FGE) como órgano directivo del Sistema 
Especializado Integral de Investigación, Medicina Legal y Ciencias Forenses. 

● Expedir la normativa correspondiente y asumir el control para el caso de los sujetos 
obligados a entregar información, que no tengan instituciones de control 
específicas. 

● Imponer sanciones por el incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta 
ley. 

Gestión Nacional de Información sobre Sanciones y Delitos 
Ecuador se encuentra en medio de un proceso de transición en la gestión de datos e 
información sobre sanciones y delitos que atañen a la vida silvestre. Por motivos diversos y 
desde distintas entidades, se han podido documentar durante 2023 varios esfuerzos por 
mejorar los procesos de recopilación, análisis y publicación de datos criminales relacionados 
a la flora y fauna. Esta transición apunta a un escenario futuro más prometedor que el actual 
para el análisis de los crímenes sobre la vida salvaje en Ecuador. La presente investigación, 
al estar centrada en el periodo histórico 2016 – 2022, no se beneficia enteramente de esos 
cambios y está por el contrario afecta a las limitaciones de información que han existido en el 
pasado y todavía persisten en el presente en Ecuador.  

Un sistema de información criminal óptimo en Ecuador debería ser capaz de proporcionar 
una imagen histórica completa de todos los casos criminales en todas sus respectivas 
etapas. Estas etapas, que inician con la denuncia de un acto presuntamente ilícito, pueden 
variar en función del grado de éxito en recopilar suficiente evidencia criminal para formular 
cargos y obtener o no sentencias condenatorias.  A lo largo del proceso, son varias las 
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causas por las que el caso puede interrumpirse o terminar sin la efectiva condena de 
criminales, incluidas el archivo de la investigación por falta de indicios o evidencias, los autos 
de sobreseimiento por defectos de forma, las sentencias absolutorias o la suspensión de la 
pena. Esa imagen completa y de detalle de flujos de caso es necesaria cuando se quiere 
evaluar el grado de eficiencia logrado por las fuerzas del orden y la justicia en la lucha contra 
el crimen, como es el objetivo de esta investigación.  

Ese sistema de información criminal óptimo supondría que los distintos actores involucrados 
(policía, aduanas, marina, fiscalía, corte penal, centros de acogida de animales), recopilan y 
sistematizan la información que les corresponde de cada caso, y además lo hacen de una 
manera interoperable, es decir, permitiendo que las distintas bases de datos puedan 
relacionarse entre sí.  

Figura 04. Flujo de Caso Criminal en Ecuador        

El carácter único de los crímenes contra la vida silvestre, donde el objeto del delito es muy a 
menudo un espécimen vivo, añade una complejidad adicional porque requiere que ese 
sistema de información criminal sea también capaz de capturar datos relativos a los animales 
confiscados y bajo custodia del estado o centros de acogida autorizados.  

Ecuador se mueve en la dirección correcta al tratar de mejorar sus sistemas de información 
interna, pero está todavía lejos de ese nivel óptimo de información criminal. No es posible, 
para el periodo 2016-2022, contabilizar con precisión el número total de denuncias recibidas 
por delitos contra la flora y fauna silvestres ni tener estadísticas claras del flujo de vida de 
esas distintas denuncias, mucho menos del destino de todos los animales confiscados 
durante ese periodo. Sí ha sido posible identificar un total de 23 casos criminales enjuiciados 
y cerrados en el momento actual (19 en 2022 y 4 en 2023) y que proporcionan el grueso de la 
información que alimenta la base de datos que se presenta en este informe.  
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Figura 05. Sistemas de Información Criminal en Ecuador 

 

Antes de presentar los datos, se incluye en esta sección el detalle de las limitaciones de 
información encontradas en instituciones relacionadas, así como los esfuerzos identificados 
por implementar cambios y mejoras. La Figura 05 ofrece una vista panorámica sobre los 
sistemas de información que manejan actualmente o están en desarrollo en las distintas 
entidades. Como se ve, solo dos entidades (FGE y Judicatura) manejan bases de datos 
públicas, de delitos y procesos judiciales respectivamente.  La unidad CITES-MA del 
Ministerio de Ambiente, Agua y Transición Ecológica no maneja ninguna base de datos, lo 
que le impide reportar debidamente en base a sus obligaciones anuales. No se han podido 
recabar datos sobre los sistemas de información que puedan manejar Aduanas y Marina y se 
ha detectado un proyecto en el Sistema de Información de Biodiversidad del Ecuador 
(SIBEC) para desarrollar una plataforma electrónica sobre confiscaciones. Al final de la tabla 
aparecen citadas dos iniciativas no gubernamentales apoyadas por financiación internacional 
que han realizado también esfuerzos de recopilar información de interés para esta 
investigación.  

Ministerio de Ambiente, Agua y Transición Ecológica 

El Ministerio maneja bases de datos de incidencias administrativas, pero personal refiere que 
no están integradas a través de las distintas unidades involucradas y eso imposibilita que se 
pueda hacer un análisis de incidencias de principio a fin. No se ha tenido acceso a esos 
datos.   

La unidad CITES-MA, que pertenece al Ministerio, confirma que por falta de bases de datos 
integradas no ha podido cumplir con las obligaciones internacionales anuales de reportar 
crímenes CITES a la Secretaría de la convención, y por ello existen informes anuales 
nacionales sobre crímenes de tráfico internacional o datos de confiscaciones en operaciones 
de tráfico internacional.  

El SIBEC, también asociado al Ministerio, está trabajando en un proyecto para crear una 
única base de datos automatizada de animales aprehendidos, que han rondado los 3,000 en 
el último año. Se busca que se convierta en la plataforma única de reporte de las distintas 
agencias involucradas, lo que proporcionaría transparencia en el manejo de confiscaciones y 
el destino final de los animales. Se desconoce la fecha en la que la plataforma estará lista 
para iniciar operaciones.  
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Policía Nacional de Ecuador (PNE) 

La Policía Nacional recibe las denuncias y las incluye en una base de datos interna, 
proporcionando un número de denuncia único a cada caso.   

La Policía Nacional se organiza en tres grandes áreas relacionadas con la Operación, la 
Inteligencia y la Investigación Judicial. Para cubrir la especialización ambiental, ya existen 
unidades dedicadas en las tres áreas, incluyendo la UPMA (Operaciones), la UIAM 
(Inteligencia) y la UNIDCAN (Unidad Nacional de Investigación de Delitos Contra el 
Ambiente). Esta última tiene menos de dos años de existencia y depende programáticamente 
de la también reciente unidad especializada ambiental de la Fiscalía General del Estado 
(FGE). Durante el año 2022, la UNIDCAN investigó un total de 38 casos, teniendo toda la 
información que generan y presentan a la FGE carácter confidencial.  

Figura 06. Confiscaciones de recursos naturales en Ecuador 2019-2022 

Por otra parte, la Policía Nacional lleva un registro 
de incautaciones ambientales que incluye fauna 
silvestre, madera y productos mineros. Este 
registro es interno y se desconoce el nivel de 
detalle y desagregación de información por lugar 
de confiscación, especie, estatus, origen, etc.  Se 
obtuvieron datos agregados anuales para el 
periodo 2019-2022, que se presentan en la Figura 
06.  

Aduanas  

El equipo de investigación no pudo contactar con personal de aduanas y se desconoce su 
manejo interno de bases de datos de detección de tráfico internacional.  

Armada de Ecuador 

No se pudo contactar con personal de marina y se desconoce su manejo interno de bases de 
datos de detección de actividades ilícitas en aguas territoriales de Ecuador.  

Fiscalía General del Estado (FGE)  

La Fiscalía General del Estado publica diariamente online y desde 2011 noticias relacionadas 
a la emisión de sentencias en las cortes penales a través de su sección de Boletines8. Estos 
boletines están organizados por años y fue posible filtrar y analizar todas las noticias sobre 
sentencias por delitos contra la fauna y flora en el periodo de interés de la investigación  
(2016-2022), identificándose un total de 15 casos. Las noticias no presentan información 
completamente homogénea o consistente, incluyéndose en algunos datos de interés como 
son las penas de prisión y multas o el destino final de los animales incautados. Todos los 
casos pertenecen a la jurisdicción de las Galápagos y relativos a especies de fauna como 
iguanas, tiburones, pepinos de mar y tortugas y aves, por lo que se entiende que se trata de 
una publicación probablemente de los casos más emblemáticos pero que representa sólo 
una muestra del total de casos nacionales. Adicionalmente, se revisaron todas las noticias 

 
8 https://www.fiscalia.gob.ec/secciones/boletines/ 
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relativas a los casos de lavado de activos adjudicadas entre 2016 y 2022 y se comprobó que 
en ninguna de ellas se hizo mención alguna a delitos contra la flora y fauna. El resultado del 
análisis se puede encontrar en el Anexo 04. FGE Noticias sobre Casos contra la Vida Silvestre 
2016-2022, una base de datos que sistematiza todos los datos relevantes publicados, 
destacando el hecho de que en 13 de los 14 casos se obtuvieron sentencias condenatorias.  

Unidad Especializada para la Investigación de los Delitos contra el Medio Ambiente y la 
Naturaleza de la FGE 

Creada en 2022 como fiscalía especializada dentro de FGE junto a la policía judicial de 
medioambiente (UNIDCAN), es el desarrollo institucional de mayor impacto en materia de 
aplicación de la ley ambiental en los últimos años en Ecuador. Esta Fiscalía, todavía 
centralizada solo en Quito, se encarga de hasta 16 tipos de delitos, incluyendo 13 delitos 
relativos al ambiente y recursos naturales (flora y fauna, agua, suelo, aire, sustancias tóxicas, 
minería, etc.) y tres delitos conexos incluyendo el de asociación ilícita, delincuencia 
organizada e incumplimiento de decisiones legítimas de autoridad competente. El lavado de 
activos no es parte de esta lista de delitos conexos porque existe ya una fiscalía especial de 
delitos financieros, lo que crea una limitante institucional importante para vincular el 
procesamiento criminal de los delitos contra el medio ambiente al tipo penal de lavado de 
activos. Toda la información proporcionada por esta fiscalía especializada excluye, pues, el 
enjuiciamiento por el delito de lavado de activos, de interés para esta investigación.  

Esta unidad especializada de la Fiscalía inició con su creación una base de datos integrada 
de delitos ambientales, que no incluye casos anteriores al 2022. La base de datos es interna 
y confidencial durante la etapa de investigación y enjuiciamiento, pero, una vez los casos se 
han cerrado, la unidad está capacitada para proporcionar a los solicitantes los números de 
expediente de los casos, y con esa clave es posible el acceso al expediente resumen en la 
página del poder judicial. Solamente en 2022, se ingresaron al sistema 527 casos, la mayoría 
correspondiente a delitos de minería. De los 51 casos cerrados hasta la fecha por la unidad, 
23 casos corresponden a delitos contra la vida silvestre y se han obtenido los 
correspondientes números de expedientes. A partir de la lectura y análisis de los expedientes 
se ha preparado la base de datos correspondiente, que puede consultarse en el Anexo 05. 
FGE Casos Criminales Cerrados contra la Vida Silvestre 2022-2023. 

Consejo Nacional de la Judicatura 

El Consejo dispone de un servicio público de consulta electrónica de procesos judiciales9 
basado en el número de causa, número de proceso o número de juicio, una clave de 14 
dígitos10 con el que se ha podido acceder a los expedientes digitales, que incluyen las 
sentencias, de los 23 casos cerrados por la unidad especializada de la FGE.   

No existe una Unidad de Ejecución de Sentencias, y no se produce información 
sistematizada sobre el grado de cumplimiento de éstas. Se conoce que todas las sentencias 
de prisión han sido suspendidas hasta la fecha y que nadie con sentencia condenatoria ha 
entrado en prisión por los delitos contra la vida silvestre, pero sin bases de datos específicas, 
no se ha podido conocer cuántas multas se han efectivamente recaudado.  

 
9 https://procesosjudiciales.funcionjudicial.gob.ec/expel-busqueda-inteligente 
10 Consta de un código de la dependencia (5 dígitos), año (4 dígitos) y número correlative de proceso (5 dígitos) 

https://procesosjudiciales.funcionjudicial.gob.ec/expel-busqueda-inteligente
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Por otra parte, el Sistema Automático de Trámite Judicial Ecuatoriano (SATJE) publica, a 
través de su portal estadístico11, datos agregados de procesos judiciales. Los datos 
históricos se remontan a 2018, por lo que los dos primeros años de interés para esta 
investigación (2016 y 2017) no están cubiertos. Como se puede ver en la Figura 07, entre 
2018 y septiembre del 2023 el portal muestra que ingresaron un total de 22 casos a nivel 
nacional por el Art. 247 del COIP, correspondiente a los delitos contra la flora y fauna 
silvestres. Para el periodo 2018-2022, los casos se reducen a 16. Esta estadística judicial 
presenta discordancias con la ofrecida por la FGE, que identificó 23 casos juzgados y 
resueltos entre 2022 y mediados de 2023, revelando discordancias en el sistema de 
información criminal en Ecuador.  

Figura 07. Estadística Judicial de Delitos contra la Fauna y Flora en Ecuador (2018-2023)

 

Observatorio Ecuatoriano del Crimen Organizado12 

El Observatorio nace como una iniciativa financiada por INL e implementada por la 
Fundación Panamericana para el Desarrollo (PADF) en Ecuador con el objetivo analizar las 
dinámicas ilícitas correspondientes a las distintas expresiones de delincuencia organizada 
transnacional y sus variables multidimensionales relacionadas en el Ecuador. Este think tank 
ha tenido acceso a una base de datos completa proporcionada por la FGE por 
intermediación de la Embajada Americana en Quito. Esta base de datos incluye todos los 
casos (abiertos y cerrados) y esta investigación solicitó sin éxito copia de los casos de delitos 
de flora y fauna. El observatorio ha publicado en 2023 un Resumen de análisis de sentencias 
por lavado de activos en Ecuador (2016-2020)13, donde se concluye que solo el 17% de los 
73 casos de lavado de activos investigados en el periodo citado ha concluido en una 
sentencia condenatoria. Analistas del observatorio reportan que ninguno de los casos de 
lavado revisado ha estado vinculado con crímenes de flora y fauna, confirmándose otras 
informaciones al respecto de que no se ha usado todavía en Ecuador la figura penal del 
lavado de activos contra traficantes de vida silvestre.  

 
11 https://www.funcionjudicial.gob.ec/estadisticas/datoscj/portalestadistica.html. 
12 https://oeco.padf.org/ 
13 https://oeco.padf.org/resumen-de-analisis-de-sentencias-por-lavado-de-activos-en-ecuador-2016-2020/ 

https://www.funcionjudicial.gob.ec/estadisticas/datoscj/portalestadistica.html
https://oeco.padf.org/
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Figura 08. Denuncias por delitos contra flora  
y fauna en Ecuador en 2023 por provincia  

El observatorio publica online una herramienta 
de visualización de datos de denuncias14, donde 
se ha podido descargar una lista conteniendo un 
total de 54 denuncias ingresadas en fiscalía en 
el año 2023 (no existen datos anteriores) por 
delitos consumados del Artículo 247 del COIP, 
correspondiente a los delitos contra la flora y 
fauna. La lista de 54 denuncias está 
desagregada por provincias y como muestra la 
Figura 08, cinco provincias concentran dos 
terceras partes de todas las denuncias (Guayas, 
Napo, Pichincha, Pastaza y Manabí).  

Estas 54 denuncias en Fiscalía contrastan con 
los 5 casos reportados como ingresados 
durante 2023 en el sistema judicial SATJE, pero 
no es posible saber si la diferencia se debe a 
problemas estadísticos de información, o a 

problemas para recabar evidencia y abrir casos por parte de la Fiscalía. El detalle completo 
de las 54 denuncias puede encontrarse en el Anexo 06. OECO Denuncias de Delitos contra 
Vida Silvestre 2023. 

Figura 09. Fauna rescatada en Ecuador 2019-2022, por provincia  

También es posible obtener en el 
portal del Observatorio datos sobre 
confiscaciones relacionadas a 
delitos contra flora y fauna15 y se ha 
obtenido ahí la lista de fauna salvaje 
rescatada en operativos policiales 
entre los años 2019 y 2022, 
conteniendo número de 
especímenes incautados por 
provincia, sin detalle de especies o 
destino de los animales. Los datos 
se resumen en la Figura 09, los 
cuales muestran que cerca de 
13,000 especímenes de fauna 
silvestre fueron rescatados en 
operaciones contra el tráfico de 
vida silvestre en los cuatro años de 
referencia, con cinco de las 
provincias protagonizando más de 
la mitad de las incautaciones 
(Guayas, Pichincha, Sucumbíos, 

 
14 https://oeco.padf.org/visualizador-de-datos-denuncias-de-delitos-graves/ 
15 https://oeco.padf.org/visualizador-de-datos-estadistica-operacional-dg/ 
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Santo Domingo de los Tsáchilas y Manaví). La información de detalle se puede ver en el 
Anexo 07. OECO Confiscaciones de Animales 2019-2022.  

Alianza por la Fauna Silvestre y los Bosques16 

La “Alianza por la Fauna Silvestre y los Bosques” es una acción regional público-privada que 
abarca cinco países y busca abordar las temáticas de tráfico de fauna silvestre y de madera 
bajo una estrategia articulada, intersectorial y transfronteriza, contribuyendo así a mitigar 
estas amenazas cuyos impactos son ambientales, económicos, sociales y a la salud pública. 
La Alianza, ejecutada por WCS y WWF con apoyo financiero de la Unión Europea y otros 
socios como INL, trabaja en los tres países objeto de esta investigación, además de con 
Colombia y Brasil (estados de Acre y Amazonas). Produce análisis, reportes y otros recursos 
valiosos sobre el tráfico de fauna y flora entre los que destaca el monitoreo de noticias sobre 
decomisos de fauna silvestre. WCS recopila desde 2020 información de fuentes oficiales y no 
oficiales para generar una base de datos interna que incluye aspectos publicados como 
pueden ser la localización, especies, número de especímenes, estado de los animales, 
personas arrestadas, sentencias condenatorias y penas de prisión y multas. No se ha tenido 
acceso a esta base de datos interna sino a los resúmenes agregados que se publican con 
carácter semestral por medio de infografías en el portal de la alianza, cuya compilación se 
puede consultar en el Anexo 08. WCS Reportes Semestrales de Noticias sobre Tráfico de Fauna 
Silvestre en la Región Andes. La Figura 10 reproduce los resultados de los reportes 
semestrales desde 2020 de noticias sobre tráfico de fauna silvestre en Ecuador, las cuales 
alcanzaron las 527 noticias de decomisos.  Este número de noticias no presenta coincidencia 
con el número de denuncias o casos manejados por otras instituciones, pero ofrece otra 
perspectiva para tener en cuenta para esta investigación.  

Figura 10. Número de noticias de decomisos de fauna silvestre en Ecuador 2020-2023  

 

Casos Criminales por Delitos contra la Fauna y Flora entre 
2016-2022 

Consideraciones Iniciales 

En esta sección se analizan en detalle los 23 casos criminales para los que la unidad 
especializada de la FGE identificó números de expediente, y cuyos expedientes judiciales 
pudieron ser consultados a través del portal electrónico del sistema judicial y compilados en 
el Anexo 05. FGE Expedientes de Casos Criminales Cerrados 2022-2023.  

 
16 https://alianzafaunaybosques.org/ 
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El análisis de las sentencias permitió el diseño y llenado de la base de datos que se presenta 
en el Anexo 09. Base de Casos Criminales (Ecuador) contra la Vida Silvestre 2022-2023. 
Algunas consideraciones iniciales de la base de datos incluyen: 

● A pesar de que la investigación buscaba datos entre 2016 y 2022, la FGE solo pudo 
proporcionar números de expedientes de aquellos casos contra la vida silvestre 
cerrados desde su creación. Esto incluyó un total de 23 expedientes incluyendo 19 
expedientes de 2022 y 4 de 2023 (entre el 1 de enero de 2022 y el 15 de agosto de 
2023, cuando se realizó la visita de campo). La base no cubre, por tanto, la actividad 
judicial entre 2016-2021. Se ha decidido incluir los 4 casos de 2023 en la base de 
datos porque, aunque están fuera del periodo objetivo de la investigación, ilustran el 
impacto de un cambio legislativo de relevancia ocurrido en la legislación penal 
ecuatoriana en el primer semestre del 2023.  

● El caso que aparece en el listado de la FGE en la posición #12 con número de 
expediente 11282-2022-03847 es un caso que parece archivado en el sistema de 
información judicial, en base a la existencia de otra causa abierta contra el mismo 
demandado y por el mismo delito contra la fauna. Esta otra causa se cita con el 
código de expediente 11282-2022-04827G, pero el mismo no se ha encontrado en el 
sistema y no ha podido ser descargada ni revisada. En la lista de FGE aparece como 
un caso donde se logró la condena del demandado, pero se ha excluido de la base 
de datos por no tener ninguna información de detalle al respecto, reduciéndose los 
casos a 22 (18 del 2022 y 4 del 2023). 

● Otro de los casos también presenta una situación particular, al ser el único que se 
desdobló en dos procedimientos judiciales separados. Se trata de un hecho criminal 
en el que los aprehendidos tomaron diferentes estrategias de defensa, con un grupo 
admitiendo los cargos y posibilitando un procedimiento abreviado, y el otro 
defendiendo su inocencia por medio de un procedimiento directo. En este caso, la 
situación se resolvió desdoblando los datos en dos casos diferentes, dado que tanto 
la información sobre demandados, sentencias y penas son distintas, repitiéndose 
solamente la información relativa al hecho delictivo. Se trata del caso #9 de la lista del 
FGE, que se ha desdoblado en los casos #9A y #9B en la base de datos.  

● Toda la información de la base de datos está extraída directamente de los 
expedientes judiciales excepto la información sobre ciudad y provincia donde se 
registró el hecho delictivo, que ha requerido indagación complementaria en línea a 
partir de las unidades judiciales asignadas y los datos de localización ofrecidos, que 
suelen ser en muchas ocasiones muy concretos como la intersección de dos vías, o el 
nombre de un parque.  

Estructura de la Base de Datos 

Como se incluyó en el Plan de Trabajo, la base de datos captura información clave del ciclo o 
flujo procesal que se incluye en el expediente judicial de cada caso. Este flujo comienza con 
la detección o conocimiento del hecho punible, sigue con la detención de sospechosos y 
confiscación de animales, para continuar luego con el enjuiciamiento, la determinación de 
sentencias, la fijación de penas en caso de culpabilidad y la posterior presentación de 
recursos o petición de suspensión de penas. En total, la base se estructura en ocho 
secciones y 105 campos de información, como se resume a continuación:  
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● Conocimiento Del Hecho Punible - Esta sección incluye 14 campos de información 
incluyendo: Fecha, Tipo de Recurso de Vida Silvestre, Lugar de Detección, Ciudad, 
Provincia, Aviso de ilegalidad, Motivo de Intercepción, Tipo de Intercepción, Hecho 
Punible, Número de Parte Policial, Agencia Interceptora, Agentes 
Aprehensores/Testigos, Detención/ Aprehensión de sospechosos, y Bienes 
Decomisados. 

● Víctimas/Vida Salvaje - Esta sección incluye 8 campos de información incluyendo: 
Especies, Número de Especímenes, Estatus de Especímenes, Estatus legal de las 
especies, Origen, Método de captura/tala, Destino de Decomiso, y Gastos de 
mantenimiento y custodia.  

● Demandados – Se han generado hasta 3 secciones de demandados, para dar cabida 
a información detallada de aquellos casos con más de un sospechoso. En cada una 
de las secciones de demandados se han incluido los siguientes 9 campos de 
información: Nombre, Relación con el Hecho punible, Edad, Sexo, Nacionalidad, 
Profesión, Cédula de Ciudadanía, Estado Civil, Domicilio. Solo uno de los casos, con 
11 sospechosos involucrados, no ofreció información detallada completa de todos 
ellos, por lo que se consolidó su información en una única sección de información, 
evitándose crear 11 secciones para demandados.  

● Acta De Sorteo – Esta sección registra el inicio formal del proceso judicial, con el 
sorteo que se realiza para determinar la unidad judicial y el juez que se asignan al 
caso. Cuenta con 5 campos de información incluyendo: Fecha de Sorteo, Nombre del 
Juez Asignado, Sexo del Juez Asignado, Dependencia Jurisdiccional Asignada 
(Nombre), Dependencia Jurisdiccional Asignada (Ciudad) 

● Audiencia de Flagrancia y/o Presentación De Cargos – Esta sección incluye en 13 
campos los elementos básicos que se definen para el proceso, incluyendo los cargos 
y las partes del proceso penal, así como el periodo de instrucción hasta la audiencia 
de juzgamiento y las medidas cautelares que se toman contra los sospechosos sin 
cárcel preventiva. Los campos son: Fecha de Audiencia, Tipo de Acción, Cargos 
(Nombre de Delito), Cargos (Base Legal), Periodo de Instrucción, Demandante, Fiscal 
(Nombre), Fiscal (Sexo), Tipo de Defensoría, Defensor/es (Nombres), Defensor/es 
(Sexo), Prisión Preventiva, Medidas Cautelares 

● Audiencia De Enjuiciamiento – Esta sección incluye información de la etapa 
procesal principal, que concluye con la sentencia y la determinación de penas, en 
caso de sentencia condenatoria. La información se organiza en 11 campos 
incluyendo: Tipo de Juzgamiento, Fecha de Audiencia, Reformulación de cargos, 
Nuevos cargos, Sentencia, Justificación Sentencia Absolutoria, Mitigantes/Agravantes 
Aceptados, Pena de Prisión, Pena pecuniaria, y Reparación Integral.  

● Audiencia de Suspensión de la Pena – Esta sección incluye información sobre las 
peticiones y resoluciones al respecto de la suspensión de las penas de prisión, que 
eran legales hasta la primavera de 2023 para los delitos contra la fauna y flora, y las 
medidas sustitutorias. Contiene un total de 14 campos, que incluye 10 dedicados a 
todas las opciones incluidas en el COIP como medidas sustitutivas de tiempo en 
prisión.  

● Audiencia de Recursos – Esta sección capta la información sobre los recursos 
presentados cuestionando las sentencias judiciales o errores en el debido proceso.  
Incluye 13 campos: Tipo de Recurso, Unidad Jurisdiccional, Instancia, Fecha 
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Audiencia, Jueces, Inter ponentes, Fiscal, Defensores, Objeto del Recurso, Motivos 
Alegados, Fallo Demandado A, Fallo Demandado B, Fallo Demandado C.  

Como se solicitó durante la elaboración del Plan de Trabajo, la base de datos identifica el 
género de los participantes del proceso incluyendo demandados, jueces, fiscales y 
defensores, permitiendo análisis de género en el futuro.   

Como se anticipa que esta base de datos se ampliará en el futuro con la información extraída 
de nuevas sentencias se han elaborado taxonomías básicas de respuestas para facilitar 
filtrados y análisis de la información, y se ha preparado también un instructivo con 
lineamientos técnicos de la base de datos (Anexo 10. Instructivo de Base de Casos 
Criminales (Ecuador) contra la Vida Silvestre 2022-2023) 

Análisis de Casos Criminales 

Hechos Delictivos 

A pesar de que Ecuador tiene también un reto importante para frenar la depredación de 
recursos forestales y marinos, la gran mayoría de los casos resueltos tienen que ver con los 
recursos de fauna terrestre (20 de los 23 casos, Figura 11). De estos 20 casos, 11 se 
calificaron como casos de transporte ilegal de especies al momento de la detección, 7 como 
casos de tenencia ilegal y uno como caso de caza, tenencia y transporte. Solo uno de todos 
los casos fue calificado como tráfico de especies por los agentes aprehensores. De los 23 
casos ingresados en el proceso judicial, 22 tuvieron enjuiciamiento, mientras que en el caso 
restante la Fiscalía renunció a presentar cargos tras el periodo de instrucción, como se ve en 
la Figura 11. En el resto de los casos, se presentaron inicialmente cargos contra delitos 
contra la fauna y flora (Art. 247 del COIP), que, en dos ocasiones, tras el periodo de 
instrucción y recopilación de evidencia, fueron reformulados para presentar cargos por el Art. 
245 de Invasión de Áreas de Importancia Ecológica. Ninguno de los casos revisados utilizó 
cargos por lavado de dinero, aunque, como se explicó anteriormente, la FGE no tiene 
competencia sobre casos de lavado y por tanto a priori no se esperaba que ninguno de sus 
casos utilizara esa figura penal.  

Figura 11.  Base de Datos Ecuador: Casos por tipo de recurso, hecho punible y cargos penales  

 

 

Impacto en Flora y Fauna 

Los expedientes judiciales registran el número de especímenes de vida silvestre involucrados 
en los casos criminales juzgados y éstos suman un total de 298, la mayoría vivos. Esta cifra 
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contrasta grandemente con los datos de confiscaciones judiciales proporcionados por la 
Policía Nacional y presentados anteriormente en la Figura 6, que sólo para el 2022 mostraban 
hasta 3,342 especímenes de fauna confiscados. Los casos analizados representan tan solo 
el 10% de ese número y no es posible saber si el resto pertenece a casos que siguen 
abiertos en el proceso judicial o a casos en los que la confiscación no significó la apertura de 
caso judicial.   

Como se ve en la Figura 12, la mayoría de las víctimas fueron tortugas, seguidas por loros y 
orquídeas (alrededor del 85% entre las tres primeras categorías). La Figura 12 lista también el 
detalle de las especies confiscadas dentro de esas categorías principales. Todas ellas 
aparecen como protegidas en la Lista Roja de Ecuador y/o en los Anexos I y II de CITES. 

La mayoría de los especímenes se encontraban vivos al momento de la confiscación. De los 
38 especímenes muertos, un total de 33 corresponden a plantas (orquídeas), 4 a capibaras 
cazadas con arma y el espécimen restante a una tortuga muerta durante el transporte.  

Figura 12.  Base de Datos Ecuador: Especímenes de flora y fauna confiscados.  

 

La mayoría de los especímenes confiscados fueron reintroducidos de nuevo en los 
ecosistemas, como muestra la Figura 12. Otros fueron enviados a centros especializados 
como zoológicos y vivarios y una parte importante se declara en los expedientes judiciales 
quedar en custodia bajo el Ministerio de Ambiente sin proporcionar mayores detalles sobre 
su destino final.  

Los 298 especímenes confiscados se concentraron en un 70% en seis casos, que son los 
que resaltan claramente como potenciales casos de tráfico regular de especies, por sus 
cantidades. Estos casos son tres casos de tráfico exclusivo de tortugas (en cantidades de 
84, 56 y 18 especímenes respectivamente) y otros tres casos de tráfico de loros (29, 10 y 8 
especímenes). En ninguno de estos casos se obtuvo información sobre cazadores o clientes 
en la red.  

Los expedientes no recogen de manera generalizada y sistemática parámetros importantes 
en la lucha contra el tráfico de especies como son: i) el origen de las especies, ii) los métodos 
de captura utilizados y iii) los gastos de mantenimiento y custodia de los animales 
confiscados. Conocer el origen de las especies tiene relevancia para dilucidar múltiples 
cuestiones, incluida la oportunidad para la reintroducción de los animales en sus hábitats 
naturales, la aplicabilidad o no de cargos relacionados a CITES o la consideración de 
parámetros zoosanitarios. Los métodos de captura de animales no aparecen entre las 
cuestiones investigadas o cuestionadas en la corte a los demandados tampoco, lo cual 
ayudaría a identificar de manera más precisa el modus operandi de los crímenes contra la 
vida silvestre. Igualmente, solo uno de los 23 casos reporta una valoración económica del 
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costo para el Estado del mantenimiento y cuidado de los animales confiscados 
(sobrepasando los USD 14,000), mientras el resto de los casos muestra que no es una 
práctica habitual hacer ese tipo de valoración económica. Sorprendentemente, la valoración 
no fue utilizada en ese caso para determinar la reparación integral de la pena y el juez 
dictaminó que la sentencia de prisión, junto al hecho de que los animales confiscados se 
hallaban en buena salud y liberados de nuevo, continúan de por sí la reparación integral, 
desatendiendo la oportunidad de recuperar costos de la confiscación, que supone un 
obstáculo importante a los que se enfrentan las agencias confiscatorias.  

 

Sujetos Procesales 

La base de datos captura el sexo de todos los sujetos procesales involucrados en cada 
caso. La Figura 13 resume los resultados agregados, incluyendo información para los 23 
procesos judiciales, del total de demandados, condenados, jueces, fiscales y defensores. 
El agregado de los casos implicó un total de 49 personas procesadas, con 31 de ellos 
siendo finalmente condenados. En ambos casos, el porcentaje de mujeres se mantiene en 
el 10% del total. Un total de 20 jueces cubrieron los 23 casos, con dos jueces repitiendo rol 
y el resto participando una sola vez. De ellos, 3 fueron mujeres (15% del total). En relación 
con los fiscales, el Fiscal Osvaldo Carvajal de la recién creada unidad especializada en 
ambiente de la FGE tuvo participación en todos los casos, aunque en algunos de ellos tuvo 
el apoyo de otros cuatro fiscales, uno de ellos mujer, cuya presencia representa el 20% del 
equipo de fiscalía involucrado. En relación con los defensores, la base de datos contabiliza 
hasta 39 abogados involucrados, incluyendo tanto los defensores públicos como abogados 
particulares. De ellos, 13 fueron mujeres, representando un 33% del total.  

Figura 13.  Base de Datos Ecuador: Sujetos Procesales por Sexo.  

  

 

Proceso de Enjuiciamiento  

Todos los casos revisados se resolvieron por procedimiento abreviado (3 casos) o directo 
(19) y no se hizo uso del procedimiento ordinario en ningún caso. El procedimiento abreviado 
implica la confesión del enjuiciado y el acuerdo previo de las penas con la fiscalía, antes de la 
audiencia de juzgamiento. Por ser la confesión una de las circunstancias mitigantes incluidas 
en el COIP, este procedimiento resulta en penas inferiores a las horquillas mínimas 
establecidas para el delito contra la fauna y flora (que son de 1 año de prisión y 4 salarios 
básicos). Los procedimientos abreviados aumentan la eficiencia y eficacia del sistema 
judicial, pero, como han apuntado algunos informantes, no debe usarse solamente para 
agilizar el proceso a cambio de rebajas en penas sino para que, a través de la colaboración y 
la confesión de los demandados, se obtenga información e inteligencia valiosa sobre, en 
nuestro caso, proveedores y clientes, por ejemplo. En ninguno de los 3 casos resueltos por 
procedimiento abreviado consta que las confesiones de los demandados aportaran ninguna 
información valiosa.  

49        30            20      5           39
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Figura 14.  Base de Datos Ecuador: Tipos de Procesos, Sentencias y Recursos  

 

En relación con las 22 sentencias emitidas (uno de los casos fue sobreseído sin presentación 
de cargos), 15 de ellas fueron condenatorias (68%), mientras el 32% restante lo fueron 
absolutorias. Teniendo en cuenta que todos los hechos delictivos fueron detectados en 
flagrancia, mientras se estaba cometiendo el delito, este porcentaje no puede considerarse 
excepcional. Varias de las sentencias absolutorias apuntan al trabajo deficiente de Fiscalía 
para despejar toda duda razonable mediante evidencias objetivas. Las sentencias hablan en 
algunos casos de testimonios cuestionables, peritajes de especies no oficiales o falta de 
presentación de resultado de investigaciones de comunicaciones privadas para justificar los 
fallos absolutorios. En defensa de la fiscalía hay que decir que, al ser casos en flagrancia y no 
fruto de investigaciones precedentes, los 20 días que se decretan para los procedimientos 
directos pueden dejar poco margen de acción para la recopilación de toda evidencia 
necesaria.  

Solo una de las condenas ha sido objeto de recurso.  

Sentencias y Penas Impuestas 

De las 15 sentencias condenatorias, todas fijaron penas de privación de libertad y 
pecuniarias, tal como lo establece la ley. En el caso de las penas de prisión, 11 de las penas 
se fijaron en la horquilla básica de entre 1 a 3 años, y las 4 restantes se fijaron por debajo del 
año por la existencia de circunstancias atenuantes, como la colaboración y confesión. No 
hubo ninguna pena que considerara circunstancias agravantes y se elevase por encima de 
los 3 años, como se ve en la Figura 15.  

Figura 15.  Base de Datos Ecuador: Penas de Prisión y Pecuniarias Impuestas. 

 

En cuanto a las multas o penas pecuniarias, el COIP las establece en la horquilla de 4 a 10 
Salarios Básicos Unificados (SBU) para los delitos contra la fauna y flora. Como se ve, el 
86% de las penas se fijaron en el nivel mínimo o por debajo.  
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La Figura 15 muestra también cómo se beneficiaron los 30 individuos condenados (ver Figura 
13) de la suspensión de sus condenas de prisión. El 83% de los condenados (25 de los 30 
individuos) solicitaron la suspensión de la pena con base en el Art. 630 del COIP y obtuvieron 
medidas sustitutorias. Los casos restantes incluyen una persona a la que se le denegó la 
suspensión en base a la “gravedad de la conducta”, tres personas que se acogieron al 
procedimiento abreviado y no solicitaron la suspensión de sus penas, y una más que cometió 
el delito después del 29 de abril del 2023. Esta es la fecha en la que entró en vigor la reforma 
al Art. 630 del COIP, por la que la suspensión de sentencias de prisión deja de aplicar a los 
delitos ambientales. De ahora en adelante, no deberían verse nuevas suspensiones de penas 
de prisión por los delitos contra la fauna y la flora.  

Conclusiones y Recomendaciones 
01. A efectos del interés de esta investigación por establecer una línea basal sobre el 

enjuiciamiento por lavado de activos relacionados al tráfico de especies protegidas, los 
hallazgos indican que esa línea basal es de cero casos.   

02. La creación de la unidad especializada ambiental en la FGE es un desarrollo institucional 
importante dentro del sistema de enjuiciamiento de Ecuador, porque, aunque no 
coadyuva a la sinergia entre el enjuiciamiento por crímenes ambientales y monetarios (por 
llevarse en Fiscalías independientes), es un primer paso necesario para dejar de ser una 
jurisdicción de alta impunidad de crímenes contra el ambiente. Aunque se trata de una 
unidad centralizada en Quito, la posibilidad de comparecencias remotas ha garantizado 
que el Fiscal de unidad especializada haya participado en todos los casos revisados. El 
incremento de personal será necesario para poder abarcar los más de 500 delitos que se 
reportaron el primer año de operaciones.  

03. La investigación e inteligencia aplicada a los delitos contra flora y fauna hasta la fecha ha 
sido muy escasa o casi inexistente, con la mayoría de los casos siendo detectados por 
denuncias ciudadanas o en controles rutinarios de carretera, en los que solo en muy 
pocas ocasiones se interceptan cargamentos importantes de animales. La reciente 
creación, dentro de la PNE, de una unidad de inteligencia para delitos ambientales 
debería tener impacto en los años venideros en la detección de redes delincuenciales de 
tráfico regular de especies. Solo uno de los casos revisados parece presentar 
oportunidades para el enjuiciamiento por tráfico de dinero, el correspondiente a un 
capitán de barco involucrado en tráfico de tortugas.  

04. Los razonamientos desarrollados por los jueces emitiendo sentencias absolutorias ponen 
en evidencia la necesidad de mejorar la recopilación de evidencia y de nuevo, la reciente 
creación de la policía judicial ambiental bajo las órdenes de la unidad especializada 
ambiental de la FGE debería dar sus frutos en los años venideros. El peritaje preciso de 
las especies confiscadas y su determinación o no de especie protegida, la verificación de 
origen, la investigación de los teléfonos de los aprendidos o la documentación recogida 
sobre las escenas del crimen son áreas de mejora en el futuro.  

05. La modificación del COIP en abril del 2023 en relación con la prohibición de suspender 
sentencias de prisión por delitos contra el ambiente tendrá consecuencias significativas, 
pues hasta la fecha la impunidad ha sido generalizada. Campañas de información al 
público serían recomendables.  
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06. Sería aconsejable desarrollar métodos y estándares para cuantificar económicamente el 
impacto de los delitos ambientales, de cara a buscar reparaciones integrales en los 
procesos judiciales. Los costos del cuidado, alimentación, cuarentena, revisión 
veterinaria, transporte y otros en relación con los animales confiscados, deben ser 
cuantificados objetivamente por el Ministerio de Ambiente para que la Fiscalía pueda 
presentarlos en la corte.  

07. Ecuador debería ajustar su COIP para implementar los compromisos adquiridos al firmar 
la Convención Internacional contra el Crimen Organizado Transnacional en lo que 
respecta a delitos contra la vida silvestre. La horquilla de la pena de prisión establecida 
entre 1 y 3 años debería modificarse para que el máximo fuera al menos de 5 años, 
cumpliendo a la vez con la categoría requerida en la Convención de “crimen serio” y con 
la posibilidad de hacer uso de la legislación nacional contra el crimen organizado, pues 
por debajo de ese límite no puede aplicarse el tipo penal de organización criminal.   
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Enjuiciamiento de crímenes 
contra la vida silvestre en Perú 
2016-2022 

Tipificación de Delitos y Oportunidades Procesales 
En esta sección introductoria se ofrece un panorama general de las oportunidades 
procesales que existen en la República del Perú (en adelante el Perú) para el enjuiciamiento 
de la tala ilegal de madera y el tráfico de fauna marina y terrestre. Al igual que en el caso de 
Ecuador, dado que esta investigación buscaba conocer qué tipos penales se han utilizado 
entre el 2016 y el 2022 para abrir causas criminales contra los que han atentado contra la 
vida silvestre, se han seleccionado las tipologías delictivas existentes en el marco jurídico de 
Perú que, directamente o de manera conexa, pudieran haberse usado por la Fiscalía para la 
presentación de cargos. En conjunto se ofrecerá un panorama de las oportunidades 
procesales para contrastar con la realidad procesal.  

Para recopilar estos tipos penales se ha acudido al Código Penal, el Código Procesal Penal y 
a las leyes específicas en materia de crimen organizado, delitos aduaneros y tributarios, y 
crimen organizado que se citan en el Anexo 02. Marcos Legislativos de Referencia, en el 
apartado del país correspondiente.   

Como en la mayoría de los sistemas penales del mundo, las sanciones principales del 
Código Penal Peruano incluyen la pena privativa de la libertad o prisión y la pena pecuniaria o 
multa. El Código contempla también otras penas como la inhabilitación o la prestación de 
servicios a la comunidad, pero esta sección se centra en las primeras por su mayor 
relevancia.  

Las penas de prisión pueden ser temporales o permanentes en el caso de la cadena 
perpetua. La prisión temporal se establece en base a horquillas de mínimos y máximos, con 
35 años como el límite máximo general fijado para la pérdida temporal de libertad individual 
en el Perú. 

En cuanto a las penas pecuniarias, se establecen también en base a una horquilla de 
máximos y mínimos, pero, en vez de emplear unidades fijas, se basan en una unidad 
económica de referencia, los días-multa. El valor del día-multa depende de la capacidad 
económica del condenado y se calcula específicamente para cada caso en base a su 
patrimonio y fuentes de ingreso.17 El Código Penal establece entre 10 y 365 días-multa como 
el rango general en el que se establecen multas para los distintos delitos, habiendo algunas 
excepciones al límite superior para delitos graves.  

Tradicionalmente, la individualización de la pena la realiza el juez cuando impone 
específicamente la magnitud de una pena de prisión o multa dentro de las horquillas 
establecidas para el delito cometido por el condenado. En Perú, esta individualización se 
basa en elementos subjetivos y elementos objetivos. Entre los primeros están elementos 

 
17 Cuando la corte no puede identificar el patrimonio y/o los ingresos mensuales del condenado, se toma en cuenta la 
Remuneración Mínima Vital (salario mínimo) equivalente a 1,025 soles o USD$290 al mes. Cuando el condenado vive de su 
trabajo, el valor del día-multa debe fijarse entre el 25% y el 50% de sus rendimientos diarios del trabajo. 
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como las carencias sociales, la posición económica, formación, poder, factores culturales y 
costumbres del condenado, así como los intereses de la víctima y su familia.18 Como 
elementos objetivos, el sistema peruano utiliza desde 2015 el sistema de tercios.19 Conforme 
este sistema, el juez deberá identificar la pena aplicable a cada delito y dividirla entre 3 para 
identificar el tercio inferior, el tercio intermedio y el tercio superior. El tercio inferior marca la 
sub-horquilla que debe usarse en ausencia de circunstancias agravantes, mientras los otros 
dos tercios son reservados para los casos con circunstancias agravantes. Adicionalmente, el 
sistema de tercios introduce los conceptos de atenuantes privilegiados y agravantes 
calificados20, que permitirían al juez rebasar las horquillas y los tercios tanto por abajo como 
por arriba.  

La Figura 16 muestra cómo opera la aplicación del sistema de tercios para el delito de tráfico 
ilegal de especies de flora y fauna silvestre, establecido por el Artículo 308 del Código Penal. 
Este delito está penado con una horquilla de prisión de entre 3 y 5 años, por lo que, de no 
existir circunstancias agravantes, el límite máximo aplicable estaría dentro del primer tercio y 
sería de 3,6 años, equivalentes a 3 años y 7 meses. La figura muestra también la posibilidad 
de que, en presencia de agravantes calificados, las penas máximas aumenten hasta 7 años o 
20 años en los casos que se listen.  

Figura 16. Funcionamiento del Sistema de Tercios para la Individualización de Penas en Perú

 

Este sistema dificulta la comprensión rápida de las oportunidades procesales, pues la 
existencia de agravantes cualificados, específicos y diferentes para cada uno de los delitos 
propone una variación muy drástica en comparación con las penas ordinarias. El ejemplo de 
la Figura 16, que se centra en el tipo de tráfico de vida silvestre (excluyendo la madera, que 
se trata en otro artículo) muestra que la pena máxima de 5 años se eleva a 7 en el caso de 
especies protegidas, que es el interés prioritario del combate al tráfico. Al añadir el agravante 
de la organización criminal se cubren casi automáticamente los casos de tráfico 

 
18 Código Penal, Art. 45  
19 Ley 30364, Art. 45A 
20 Circunstancias agravantes calificadas o atenuantes privilegiadas son que modifican los límites legales de la pena por cuanto 
su presencia cambia la naturaleza del delito y genera un nuevo marco legal aplicable. Los agravantes calificados están 
expresamente consagrados en el Código Penal en los Artículos 46A, 46B, 46C, 46D y 46E, mientras que respecto de los 
atenuantes privilegiados se aplica lo previsto en el Artículo 21 del Código Penal. Adicionalmente, la Corte Superior de Justicia de 
Apumarac en Pleno Jurisdiccional Distrital en Materia Penal y Civil en el año 2015 dispuso que no solamente “puede admitirse 
como circunstancias atenuantes privilegiadas no sólo las previstas en el Artículo 21° que correspondan y la confesión sincera 
sino también: el error de prohibición vencible, el error de comprensión culturalmente condicionado —comprensión disminuida—, 
la tentativa, el desistimiento voluntario, la responsabilidad restringida por la edad, la complicidad secundaria.”  
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internacional, donde se requiere la colaboración de muchos agentes, y la pena ordinaria de 5 
años se cuadruplica y llega a los 20 años. Bajo ese agravante de organización criminal, este 
delito se tipifica al mismo nivel que el de lavado de dinero, como se muestra en la Figura 17. 

Figura 17. Comparativa de penas privativas de libertad en Perú para delitos seleccionados 
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Horquila de penas minimas y maximas

Agravantes Calificados Basicos

Comparativa de penas privativas de libertad Agravantes Calificados Especiales

entre los delitos contra la fauna y flora silvestres y otros delitos conexos

 

Art. Fuente Legal Delito 1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12 13 14 15 16 17 18 19 20 25
308 Código Penal

Tráfico ilegal de especies de flora y 
fauna silvestre

308 A Código Penal Tráfico ilegal de especies acuáticas de 
flora y fauna silvestre

308 B Código Penal Extracción y procesamiento ilegal de 
especies acuáticas

308 C Código Penal Depredación de flora y fauna silvestre

310 Código Penal Delito contra los bosques o 
formaciones boscosas

310 A Código Penal Tráfico ilegal de productos forestales 
maderables

delitos conexos

279 G Código Penal
Fabricación, comercialización, uso o 
porte de armas

314 Código Penal
Otorgamiento ilegal de derechos por 
funcionario público

314 A Código Penal
Responsabilidad por información falsa 
contenida en informes

317 Código Penal Organización Criminal

317 B Código Penal Banda Criminal

382 Código Penal Concusión

383 Código Penal Cobro Indebidos

393 Código Penal Cohecho Pasivo Propio

393 A Código Penal Soborno Internacional Pasivo

394 Código Penal Cohecho Pasivo Impropio

397 Código Penal Cohecho Activo Genérico

397 A Código Penal Cohecho Activo Internacional

399 Código Penal
Negociación Incompatible o 
Aprovechamiento Indebido del Cargo

401 Código Penal Enriquecimiento ilícito 

427 Código Penal Falsificación de Documento

428 B Código Penal
Falsedad en los vólumenes de pesca 
capturados

1 y 3
Ley Delitos 
Aduaneros

Contrabando

7
Ley Delitos 
Aduaneros

Financiamiento del Contrabando o 
Defraudación Aduanera

1
Decreto Lavado 
de Activos

Actos de Conversión y Transferencia 
(lavado de activos)

2
Decreto Lavado 
de Activos

Actos de ocultamiento y tenencia

3
Decreto Lavado 
de Activos

Transporte, traslado, ingreso o salida 
de dinero/títulos de origen ilícito  

1 y 2
Ley Penal 
Tributaria

Defraudación Tributaria

PERU

PRISION en años
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Esta Figura 17 ofrece una comparativa entre las penas de prisión para los delitos contra la 
flora y fauna silvestre y otros delitos potencialmente conexos en el Perú, y resume 
parcialmente las fichas detalladas por delito incluidas en el Anexo 03. Tipificación de Delitos. 
Muestra las horquillas de penas ordinarias y también los escenarios cuando entran en juego 
agravantes calificados básicos y especiales. Como se apuntaba, dada la complejidad del 
sistema de tercios y la posibilidad de números escenarios de penas máximas según la 
existencia o no de agravantes calificados, la Figura 17 ofrece una visión tan solo aproximada 
de las oportunidades procesales de un caso. 

Lo que es relevante enfatizar es que las penas máximas por tráfico de especies protegidas 
de fauna y flora en Perú son elevadas y evidencian un sistema penal en el que este tipo de 
delitos tienen ya la consideración de crímenes serios. Cuando las víctimas de estos delitos 
son especies protegidas de fauna, la pena máxima de prisión es de 7 años y cuando son 
especies protegidas de árboles, de 10 años. En ambos casos, se cumplen los requerimientos 
establecidos en la Convención de las Naciones Unidas Contra el Crimen Organizado 
Transnacional (UNTOC), que requiere que ese máximo sea al menos de 4 años.  

El hecho además de existir el agravante de organización criminal, que automáticamente 
aumenta el máximo al mismo nivel que el lavado de dinero, cuestiona la tesis original de la 
investigación en cuanto a que el lavado de dinero pueda ser una estrategia de enjuiciamiento 
más efectiva. La carga probatoria en un caso de lavado de dinero puede presentar mayores 
desafíos para una fiscalía que en un caso de tráfico, para la obtención de la misma pena. Un 
contenedor detectado en puerto con una carga oculta de aletas de tiburón, por ejemplo, con 
una clara identificación de la empresa emisora en Perú, la empresa receptora internacional, y 
un funcionario que ha firmado un permiso falso, tendría elementos probatorios suficientes 
para enjuiciar en base al Artículo 308 y solicitar la misma pena máxima que se podría pedir 
en el caso de lavado de dinero. Ello además sin repercutir en el derecho inherente del Estado 
por perseguir las ganancias ilícitas y confiscarlas.  

Adicionalmente, la Figura 18 presenta un cuadro comparativo de las penas pecuniarias, entre 
los delitos contra la vida silvestre y los delitos conexos. Tal y como se evidencia allí, en este 
caso, algunas de las conductas que usualmente tienden a estar vinculadas con la comisión 
de los delitos contra la vida silvestre, tales como la corrupción, el contrabando o la 
defraudación tributaria conllevan multas máximas que pueden hasta doblar las relativas a 
delitos contra la vida silvestre.   
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Figura 18. Comparativa de penas pecuniarias en Perú para delitos seleccionados 

 

A continuación, se ofrecen algunas consideraciones de relevancia para tres de los delitos 
conexos mencionados, incluyendo el de contrabando, lavado de activos y organización 
criminal.  

 

Horquila de penas minimas y maximas

Agravantes Calificados Basicos

Comparativa de penas pecuniarias Agravantes Calificados Especiales

entre los delitos contra la fauna y flora silvestres y otros delitos conexos

Art. Fuente Legal Delito 30 50 100 120 180 200 300 365 380 400 450 500 550 600 650 700 730 750 800 900 1000 1100 1200 1300 1400 1460

308 Código Penal
Tráfico ilegal de especies de flora y 
fauna silvestre

308 A Código Penal Tráfico ilegal de especies acuáticas de 
flora y fauna silvestre

308 B Código Penal Extracción y procesamiento ilegal de 
especies acuáticas

308 C Código Penal Depredación de flora y fauna silvestre

310 Código Penal Delito contra los bosques o 
formaciones boscosas

310 A Código Penal Tráfico ilegal de productos forestales 
maderables

delitos conexos

279 G Código Penal
Fabricación, comercialización, uso o 
porte de armas

314 Código Penal
Otorgamiento ilegal de derechos por 
funcionario público

314 A Código Penal
Responsabilidad por información falsa 
contenida en informes

317 Código Penal Organización Criminal

317 B Código Penal Banda Criminal

382 Código Penal Concusión

383 Código Penal Cobro Indebidos

393 Código Penal Cohecho Pasivo Propio

393 A Código Penal Soborno Internacional Pasivo

394 Código Penal Cohecho Pasivo Impropio

397 Código Penal Cohecho Activo Genérico

397 A Código Penal Cohecho Activo Internacional

399 Código Penal
Negociación Incompatible o 
Aprovechamiento Indebido del Cargo

401 Código Penal Enriquecimiento ilícito 

427 Código Penal Falsificación de Documento

428 B Código Penal
Falsedad en los vólumenes de pesca 
capturados

1 y 3
Ley Delitos 
Aduaneros

Contrabando

7
Ley Delitos 
Aduaneros

Financiamiento del Contrabando o 
Defraudación Aduanera

1
Decreto Lavado 
de Activos

Actos de Conversión y Transferencia 
(lavado de activos)

2
Decreto Lavado 
de Activos

Actos de ocultamiento y tenencia

3
Decreto Lavado 
de Activos

Transporte, traslado, ingreso o salida 
de dinero/títulos de origen ilícito  

1 y 2
Ley Penal 
Tributaria

Defraudación Tributaria

PERU

  MULTA en Días-Multa                      
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Contrabando 

Distintas modificaciones legislativas en los últimos años han rebajado el estatus del acto de 
contrabando de delito a infracción en algunas circunstancias.21 Actualmente, si el valor de la 
ofensa no supera 4 unidades impositivas tributarias 22, (aproximadamente USD$5,500), el 
contrabando no se considera delito sino infracción sancionada por la Administración 
Aduanera. Estas modificaciones no son positivas para la lucha contra el tráfico internacional 
de especies porque la falta de valoración económica oficiales podría invalidar el uso de este 
tipo penal.  

Lavado de Activos 

El régimen Peruano indica que el lavado de activos es un delito autónomo 23, razón por la 
cual no se encuentra circunscrito a que se haya condenado o investigado otros delitos. Sin 
embargo, el Artículo 10 del decreto que regula la materia lista los delitos que pueden dar 
lugar al delito de lavado de activos, mencionando expresamente la minería ilegal, el 
narcotráfico, los delitos aduaneros, los delitos tributarios, el tráfico ilícito de armas, entre 
otros. Si bien dicho listado no incluye expresamente los delitos ambientales objeto del 
presente análisis, en su inciso final dispone que podrán configurar el delito de lavado de 
activos cualquier otro delito ‘con capacidad de generar ganancias ilegales’ con excepción del 
delito de receptación previsto en el Artículo 194 del Código Penal. Si bien este listado 
parecería estar orientado a configurar una lista de delitos fuente, su inciso final abre 
nuevamente la puerta a incluir cualquier tipo de delito, incluidos los delitos ambientales 
objeto de estudio.  

Adicionalmente, cabe anotar que las circunstancias agravantes del lavado de activos 
disponen que la sanción más severa para esta conducta, que consiste en una pena de 25 
años de prisión, está reservada exclusivamente para ciertos delitos tales como la minería 
ilegal, trata de personas, terrorismo o tráfico de drogas. En estos casos, además, el Decreto 
Legislativo prevé que no habrá aplicación a los beneficios penitenciarios tales como 
redención de pena por trabajo y educación, libertad condicional y semi-libertad. 

Crimen Organizado  

La legislación peruana define organización criminal como “cualquier agrupación de tres o 
más personas que se reparten diversas tareas o funciones, cualquiera sea su estructura y 
ámbito de acción, que, con carácter estable o por tiempo indefinido, se crea, existe o 
funciona, inequívoca y directamente, de manera concertada y coordinada, con la finalidad de 
cometer uno o más delitos graves señalados en el artículo 3 de la presente Ley.” 24 

De conformidad con esta ley, los casos contra organizaciones criminales cuentan con unos 
plazos especiales para el ejercicio de la acción penal que le facilitan al Fiscal la labor de 
investigación, así como al Juez de la Investigación Preparatoria el análisis del caso que es 
presentado para su consideración. Esta ley igualmente permite el uso de técnicas especiales 

 
21 Mediante la Ley 26461 de 1995 se derogaron los Artículos 262 y siguientes del Código Penal que regulaban el delito de 
contrabando, pasando a ser regulado a través de la Ley en mención. Posteriormente dicha ley es reemplazada por la Ley 28008 
de 2003, la cual posteriormente es modificada por el Decreto Legislativo 1542 de 2022 – Ley de Delitos Aduaneros.  
22 La Unidad Impositiva Tributaria equivale en 2023 a 4,950 soles o USD$1,387 d 
23 Decreto Legislativo 1106 de 2012 
24 Ley 30077 Contra el Crimen Organizado del año 1993, actualizada en el año 2021. 
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de investigación tales como interceptación postal, intervención de comunicaciones, contar 
con agentes encubiertos, o el levantamiento de la reserva bancaria, bursátil o tributaria.  

Adicionalmente, esta ley prohíbe el otorgamiento de ciertos beneficios cuando se trate de 
delitos en los que tenga injerencia el crimen organizado. Así, por ejemplo, la ley dispone que 
los cabecillas o financiadores de una organización criminal no podrán acceder al beneficio 
penitenciario de redención de la pena por trabajo y educación, a la libertad condicional o a la 
semi-libertad.  

La legislación del crimen organizado establece una lista específica de delitos fuente. Algunos 
de ellos son relevantes para este análisis e incluyen:   

● Tráfico ilegal de productos forestales maderables (Artículo 310 A Código Penal)  
● Obstrucción de procedimiento (Artículo 310 B Código Penal)  
● Cobro indebido (Artículo 383 Código Penal)  
● Cohecho pasivo propio (Artículo 393 Código Penal)  
● Soborno internacional pasivo (Artículo 393 A Código Penal)  
● Cohecho pasivo impropio (Artículo 394 Código Penal)  
● Cohecho activo genérico (Artículo 397 Código Penal)  
● Cohecho activo internacional (Artículo 397 A Código Penal) 
● Tráfico de influencias (Artículo 400 Código Penal) 
● Enriquecimiento ilícito (Artículo 401 Código Penal)  
● Falsificación de documentos (Artículo 427 Código Penal)  
● Lavado de activos (Decreto Legislativo 1106, Artículo 1 al 6) 

Cabe anotar que en el año 2022 el Congreso del Perú aprobó la Ley 31622 mediante la cual 
se modificaron algunos de los artículos del Código Penal relativos al tráfico de vida silvestre 
(Art. 308B, 308D y 309) para endurecer las penas e incluir como un agravante especial la 
pertenencia a una organización de crimen organizado. Dicha ley, igualmente dispone que 
cuando la “imputación penal se refiera a la participación del agente como integrante de una 
organización criminal, prevista en el último párrafo del artículo 309 del Código Penal, la 
investigación y juzgamiento se rigen por lo establecido en la Ley 30077, Ley contra el Crimen 
Organizado.” Así, pues por vía de esta ley se dio aplicación a la Ley Contra el Crimen 
Organizado para los delitos contra la vida silvestre en el Perú. 

Por último y para cerrar la sección sobre tipificación de delitos y oportunidades procesales, 
se listan a continuación varios elementos del procesamiento penal en Perú de relevancia para 
este análisis:  

● En el Perú, el proceso sancionatorio ambiental en el ámbito administrativo (‘Régimen 
Común de Fiscalización y Control Ambiental’) no impide que al mismo tiempo se 
efectúen investigaciones penales por el delito cometido. Así, la concomitancia de un 
proceso penal y un proceso sancionatorio administrativo no es solo posible, sino 
que en la práctica los fiscales buscan que exista una sanción administrativa para así 
dar paso a la aplicación de los delitos contra la vida silvestre. 

● Se contempla la responsabilidad penal de las personas jurídicas, 
determinándose que las personas jurídicas que hayan favorecido o encubierto la 
comisión de un delito estarán sujetas a algunas sanciones, tales como la clausura 
temporal o definitiva de sus establecimientos de negocio, suspensión de sus 
actividades, prohibición de realizar ciertas actividades, multas e incluso la 
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disolución y liquidación de la persona jurídica.25 Asimismo, algunos artículos del 
Código Penal hacen referencia explícita a la responsabilidad aplicable a los 
representantes legales de las personas jurídicas que hayan participado en la 
comisión del delito para lo cual serán considerados como coautores26 o 
mediadores. 27  

● De conformidad con lo dispuesto en el Código Penal, la prescripción de la acción 
penal se fija en un plazo igual al máximo de la pena privativa de la libertad fijada por 
la ley. En todo caso, la prescripción de la acción penal no podrá ser superior a 20 
años, salvo para aquellos delitos que prevén cadena perpetua en cuyo caso la 
prescripción de la acción penal es de 30 años. 

● Cuando se presente un concurso de delitos en contra de un indiciado y éstos 
tengan distintos trámites procesales, se seguirá aquel del delito de con pena más 
grave.28  

● En cuanto a la acumulación de procesos, esta será obligatoria cuando en un delito 
varias personas aparezcan como autores o partícipes del mismo hecho punible. En 
los demás casos, la acumulación de procesos será facultativa para el Ministerio 
Público.29  

● En el Perú es posible que se presente una acumulación de penas cuando concurra 
la comisión de varios hechos punibles.30 Dicha acumulación consiste en la sumatoria 
de las penas hasta un máximo del doble de la pena del delito más grave. Así, por 
ejemplo, si una persona cometió un delito sancionable con 3 años de prisión y otro 
con una pena de 6 años, la pena máxima a imponer sería de 12 años. El Código Penal 
igualmente dispone que en ningún caso la pena podrá ser superior a 35 años y que si 
existiese algún delito con pena de cadena perpetua solamente se dará aplicación a 
esta.  

● En el Perú existe una multiplicidad de mecanismos que permiten la conversión de la 
pena privativa de la libertad. Ésta procede cuando no ha sido posible imponer una 
condena condicional o reservar el fallo condenatorio. En estos casos, el juez está 
facultado para convertir en multas las penas de prisión inferiores a 2 años, en servicio 
comunitario las inferiores a 4 años, y en vigilancia electrónica personal las que están 
por debajo de 10 años.  

● El principio de oportunidad consiste en la facultad que tiene el Ministerio Público 
para abstenerse de ejercer la acción penal en ciertos casos específicamente 
regulados por la ley.31 Solo procede para delitos con penas privativas de libertad 
inferiores a dos años por lo que no procede su invocación para efectos de los delitos 
contra la vida silvestre o el resto de los delitos incluidos en el análisis.  

 
25 Código Penal, Art. 105. 
26 Código Penal, Art. 23.  
27 Código Penal, Art. 27.  
28 Código Penal, Art. 33.  
29 Código Penal, Art. 50. 
30 Código Penal, Art. 50. 
31 Código Procesal Penal, Art. 2. 
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Las Etapas del Proceso Penal 
Las etapas del proceso penal en el Perú están definidas en su mayoría por el Código 
Procesal Penal, pero también por algunas normas complementarias32 y se puede considerar 
que son cinco y que inician desde el conocimiento del hecho punible hasta la completa 
ejecución de una sentencia, como ilustra la Figura 19. Conocer las etapas del proceso penal 
es relevante de cara a interpretar la información de cada caso penal.  

Figura 19. Las Etapas del Proceso Penal en Perú 

  

Las Diligencias Preliminares buscan proporcionar al fiscal la información necesaria para 
determinar si se debe abrir o no una etapa de investigación preparatoria. Esta etapa finaliza 
bien sea con el archivo de la investigación o con la formalización de la investigación 
preparatoria mediante el documento denominado ‘Disposición de Formalización’.  

En la etapa de Investigación Preparatoria, el fiscal encargado se forma una idea sobre la 
comisión del delito para determinar si debe continuar el ejercicio de la acción penal. Para 
esto el fiscal puede contar con la participación de actores públicos (ej. Contraloría General de 
la República) y privados (ej. Universidades, Institutos Superiores y otros), y está facultado 
para conformar un equipo multidisciplinario. Durante esta etapa el fiscal conduce la 
investigación y ordena a la Policía Nacional la práctica de todas aquellas pruebas que no 
requieren autorización judicial. Esta etapa culmina con la ‘Conclusión de la Investigación’ 
donde se determina si se formula acusación o si se declara el sobreseimiento del caso.  

Si el fiscal determina que procede la formulación de acusación, se abrirá una Etapa 
Intermedia y tendrá lugar una Audiencia Preliminar, la cual se concluye bien sea con un 
sobreseimiento y el archivo de la investigación con un auto de enjuiciamiento y ‘Auto de 
Citación a Juicio’ en los casos en que se haya proferido un auto de enjuiciamiento.  

 
32 Estas incluyen el Decreto Legislativo 1106 de 2012 sobre lavado de activos, la Ley 30077 contra el Crimen Organizado, la Ley 
26461 de 1995 sobre los delitos de contrabando y defraudación aduanera, y el Decreto Legislativo 813 de 1996 sobre delitos 
fiscales.  
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Durante la Etapa de Juzgamiento tiene lugar el juicio, el cual es de carácter público salvo 
ciertas excepciones. El juicio debe realizarse de forma ininterrumpida y finaliza con la 
promulgación de la sentencia, la cual puede ser absolutoria o condenatoria.  

Una vez emitida la sentencia, cualquiera de las partes puede interponer los Recursos 
previstos en el Código Procesal Penal que buscan invalidar la decisión del Juez Penal. 
También es posible que el Juez Penal decida suspender la ejecución de la pena siempre que 
(i) la pena privativa de la libertad no sea mayor a 4 años, (ii) que el comportamiento del 
acusado le permita al juez inferir que no habrá reincidencia, (iii) que el condenado no sea un 
delincuente reincidente o habitual, y (iv) la suspensión puede ser de 1 a 3 años. 

Competencias Legales para la Investigación y 
Enjuiciamiento frente a Delitos contra la Vida Silvestre 
El sistema legal peruano cuenta con una multiplicidad de autoridades encargadas de la 
protección de la vida silvestre. A continuación, se describen brevemente las principales 
autoridades con funciones relevantes en materia de fauna y flora según el sector al que 
pertenecen y el Anexo 11. Competencias Legales en Crímenes Forestales y de Fauna en Perú 
presenta un cuadro de resumen de funciones.  

Ministerio de Ambiente (MINAM) 

Es el ente rector y regulador del sector ambiental y el órgano articulador encargado de 
coordinar la Política Nacional Ambiental, el Plan Nacional de Acción Ambiental y la Agenda 
Nacional de Acción Ambiental a través de todas las autoridades ambientales en el Perú. A su 
vez, es el encargado de la dirección del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto 
Ambiental, de la administración del Sistema Nacional de Información Ambiental y de elaborar 
el Informe Anual sobre el Estado del Ambiente en el Perú. El actual Ministerio de Ambiente es 
el resultado de la fusión del CONAM, cuyas funciones están previstas en la Ley 28245 que 
regula el Sistema Nacional de Gestión Ambiental, y el Ministerio de Ambiente efectuada en el 
año 2008. El Ministerio de Ambiente hoy en día ejecuta las funciones que antes se 
encontraban en cabeza del CONAM. Adicionalmente, el Ministerio de Ambiente es la 
autoridad científica para efectos de CITES sobre todas las especies que se reproducen en 
tierra. 

Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA)33 

La OEFA es el principal órgano de fiscalización y control ambiental adscrito al MINAM y 
busca garantizar el equilibrio entre la protección ambiental y la inversión privada. Tiene 
competencia a nivel nacional y es el encargado de la dirección del Sistema Nacional de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental (SINEFA). En su calidad de ente sancionador, la OEFA 
actúa bien sea de oficio o a petición de parte vía una denuncia respecto de las infracciones 
ambientales.  

 

 
33 Sus funciones están previstas en el Decreto Legislativo 1013 de 2008. 
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Gobiernos Regionales y Comisiones Ambientales Regionales (CAR)  

Además de sus funciones administrativas y normativas en sus jurisdicciones, los gobiernos 
regionales son parte del SINEFA y se les denomina Entidades de Fiscalización Ambiental 
(EFA). En relación con flora y fauna silvestre, los gobiernos regionales cumplen igualmente 
funciones como Autoridad Regional de Flora y Fauna Silvestre (ARFFS) dentro de su 
jurisdicción territorial. Igualmente, existen Comisiones Ambientales Regionales (CAR), 
quienes son las instancias de gestión ambiental a nivel regional.  

Servicio Nacional de Áreas Protegidas por el Estado (SERNANP) 

El SERNANP es el encargado de dirigir el Sistema Nacional de Áreas Protegidas por el 
Estado (SINANPE) y aprobar los criterios de manejo y control de dichas áreas. Este órgano 
es igualmente el encargado de supervisar y monitorear las actividades que se llevan a cabo 
dentro de las áreas protegidas, pudiendo emitir sanciones administrativas.  

Ministerio de Desarrollo Agrario y Riego (MIDAGRI)34 

El MIDAGRI, está a cargo de funciones rectoras y técnico-normativas en el sector agrario. 
Dentro de sus competencias se encuentran los recursos forestales y su aprovechamiento 
sostenible, así como la flora y la fauna silvestre. Dentro de los órganos adscritos al MIDAGRI 
se encuentra el SERFOR. 

Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre (SERFOR)  

El SERFOR, entidad adscrita al Ministerio de Desarrollo Agrario y Riego, es el ente rector del 
Sistema Nacional de Gestión Forestal y de Fauna Silvestre (SINAFOR) y su autoridad técnico-
normativa a nivel nacional, encargado de dictar las normas y establecer procedimientos 
relacionados a su ámbito. El SERFOR es igualmente autoridad administrativa CITES para 
todas las especies de fauna y flora que se reproducen en tierra, así como para las especies 
de anfibios y flora acuática emergente.  

El SERFOR es el punto focal nacional de recepción de denuncias de infracciones y delitos en 
materia forestal y de fauna silvestre. Las denuncias se canalizan a través del Ministerio 
Público, el OSINFOR, el OEFA o la autoridad regional forestal y de fauna silvestre, según 
corresponda. El SERFOR asegura el tratamiento transparente de las denuncias recibidas, 
desarrolla mecanismos de coordinación para el correcto flujo de información y denuncia la 
comisión de delitos en materia forestal ante las instancias pertinentes.” 

Organismo de Supervisión de los Recursos Forestales y de Fauna Silvestre 
(OSINFOR) 

El OSINFOR se encarga de supervisar y fiscalizar el aprovechamiento sostenible y la 
conservación de los recursos forestales y de fauna silvestre, y de los servicios de los 
ecosistemas forestales y otros ecosistemas de vegetación silvestre, otorgados por el Estado 
a particulares.  

 
34 Resolución Ministerial No. 0080 de 2021 
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Policía Nacional 

La Policía Nacional está encargada del conocimiento de delitos, bien sea por actuaciones 
propias o bien sea en apoyo de las actuaciones del Ministerio Público para llevar a cabo la 
Investigación Preparatoria. En ejercicio de estas funciones, la Policía Nacional tiene las 
siguientes facultades: 

● Recibir denuncias escritas y tomar declaraciones de los denunciantes 
● Proteger el lugar de ocurrencia del delito para preservar las pruebas  
● Registrar a las personas posiblemente envueltas en la comisión de un delito 
● Recoger y conservar todos los materiales relacionados con la comisión del delito, 

así como cualquier elemento que pueda servir a la investigación penal  
● Recopilar todos los elementos probatorios, incluidos fotografías, videos, 

documentos y otros  
● Capturar a los presuntos autores y partícipes del delito cuando se trate de casos 

de flagrancia  
● Allanar lugares de uso público o abiertos al público  
● Realizar las incautaciones a las que haya lugar, las cuales deben quedar 

debidamente documentadas 

La Policía Nacional del Perú cuenta con unidades especializadas, incluyendo la Dirección de 
Investigación Criminal de Medio Ambiente, que incluye una división contra la tala ilegal y 
protección de los recursos naturales, otra contra la minería ilegal y la protección ambiental, y 
una tercera sobre inteligencia. Otras Direcciones relevantes son las de Lavado de Activos y la 
de Anti-Corrupción. 

Dirección General de Capitanías y Guardacostas del Perú (DICAPI)  

La DICAPI es la autoridad encargada de controlar y vigilar las actividades marítimas, fluviales 
y lacustres y en el marco de dichas funciones tiene la capacidad de controlar las actividades 
que representen una infracción del régimen legal aplicable.  

Jueces Penales  

En el Perú la rama judicial está compuesta por (i) la Corte Suprema de Justicia o Tribunal 
Supremo como máximo órgano que se encarga de los controles de constitucionalidad y de 
los fallos de última instancia, (ii) las Cortes Superiores de Justicia que actúan como jueces de 
segunda instancia (ej. apelación), existiendo actualmente un total de 29, cada una con 
jurisdicción exclusiva sobre un distrito judicial; (iii) los Juzgados Especializados y Mixtos 
quienes tienen jurisdicción según las provincias, (iv) los Juzgados de Paz Letrados quienes 
ejercen su jurisdicción en las ciudades o poblados donde se encuentran sus sedes, y (v) los 
Juzgados de Paz. 

Ministerio Público  

El Ministerio Público se organiza geográficamente en 34 distritos fiscales, cada uno de ellos 
dirigido por el Presidente de la Junta de Fiscales Superiores correspondiente. Igualmente, 
existe una especialización temática y existen Fiscalías especializadas como es el caso de las 
dedicadas a investigar delitos ambientales en el Perú (FEMAs). En relación con estos delitos, 
el Ministerio Público articula sus investigaciones penales con el SERFOR, con el OSINFOR y 
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con las autoridades regionales forestales y de fauna silvestre, además de con la Policía 
Nacional y con las Fuerzas Armadas. 

Los fiscales del Ministerio Público se organizan jerárquicamente según la siguiente escala:   

● Fiscales Generales de la Nación – máxima autoridad e investiga a las personas 
previstas en el Art. 99 de la Constitución. Es la encargada de formular cargos por 
enriquecimiento ilícito de funcionarios y servidores públicos. 

● Fiscales Supremos – investigan a jueces y fiscales superiores. Resuelven 
impugnaciones de las decisiones de los fiscales superiores. 

● Fiscales Superiores – Resuelven impugnaciones formuladas contra los fiscales 
provinciales. También investigan a jueces y fiscales de primera instancia.  

● Fiscales Provinciales – Reciben denuncias y hechos delictivos y formulan 
acusaciones. 

Superintendencia Nacional de Aduanas y Administración Tributaria (SUNAT)  

La SUNAT tiene como principal competencia la administración de los tributos que son 
recaudados por el gobierno nacional, así como llevar a cabo todas las acciones de 
inspección y control para asegurar su recaudo. Adicionalmente está encargada de la 
inspección y control de aduanas en el Perú. 

Gestión Nacional de Información sobre Sanciones y Delitos 
El Perú cuenta con un sistema de información en materia procesal ambiental robusto, con 
varias entidades manteniendo bases de datos detalladas sobre denuncias, casos criminales 
y sentencias. No obstante, la existencia de esta información no se traduce en un acceso 
sencillo pues el sistema es complejo de navegar, con múltiples plataformas disponibles, pero 
sistemas de búsqueda y navegación opacos, limitantes y poco intuitivos. Esta opacidad, 
como apuntan algunas de las personas entrevistadas, pudiera no ser casual.  

Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA) 

La OEFA gestiona el Portal Interactivo de Fiscalización Ambiental (PIFA)35 una plataforma de 
información ambiental muy completa, con datos que abarcan el cómputo de diversos 
elementos incluyendo unidades fiscalizables en material ambiental, supervisiones 
ambientales, instrumentos de gestión ambiental (IGAs), conflictos socioambientales, áreas 
degradadas, así como denuncias, procedimientos sancionadores y multas, que son los 
elementos de interés de esta investigación.  

● Denuncias ambientales36 
 

Esta base de datos organiza las denuncias ambientales por sectores entre el 2018 y 
2023, no existiendo información anterior a este periodo. Por tratarse la denuncia del 
primer acto administrativo en el que se da a conocer un posible hecho ilegal, estas 
denuncias se refieren tanto a hechos que después pueden ser catalogados 
solamente de infracciones administrativas o también de delitos criminales. La OEFA 

 
35 https://publico.oefa.gob.pe/Portalpifa/ 
36 https://publico.oefa.gob.pe/Portalpifa/Intervenciones.do?tipo=0 

https://publico.oefa.gob.pe/Portalpifa/Intervenciones.do?tipo=0
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registra en su base de datos 288 denuncias en el sector forestal y 176 en el sector 
pesquero.  

Figura 20. Denuncias ambientales en 
sector forestal y sector pesquero en Perú 
(2018-2023) 

La Figura 20 ofrece una distribución 
geográfica de estas denuncias, 
señalando en qué distritos judiciales 
se concentraron el 70% de las 
denuncias en el periodo 2018-2023. 
Las bases de datos de estas 
denuncias pueden encontrarse en el 
Anexo 12. Denuncias Ambientales en 
Actividad Forestal en Perú (2018-
2023) y en el Anexo 13. Denuncias 
Ambientales en Actividad Pesquera 
en Perú (2018-2023). En ellas se 
puede revisar, para cada caso, el 
texto conteniendo el hecho 

denunciado.  

Como no existe en la base de datos un sector o categoría específica para fauna 
silvestre, se asume que denuncias relacionadas pudieran estar incluidas en otras 
categorías más genéricas como la de “comercio” (con 2.305 denuncias) o “no 
determinado” (1.591 denuncias). En una revisión rápida de verificación de las 
denuncias relativas a “comercio”, se halló una denuncia sobre la tenencia como 
mascota de un Guacamayo Azul Amarillo y otra sobre la matanza de un oso de 
anteojos en la comunidad campesina de Pumamarca. Otras hacen referencia a la 
contaminación de espacios afectando a la fauna. Se procedió a realizar filtrado de la 
base de datos de sector “no determinando” usando las palabras clave “fauna”, 
“animal”, “silvestre” y “salvaje”, y se pudieron identificar hasta 63 denuncias 
relacionadas a fauna, las cuales pueden consultarse en el Anexo 14. Denuncias 
Ambientales en Sectores No Determinados en Perú (2018-2023).  

 
● Infractores ambientales37  

 
Esta base de datos puede ser consultada mediante la selección del subsector sobre 
el cual se quiere obtener información (ej. hidrocarburos, minería, pesquería, 
industria, electricidad, agricultura, residuos sólidos o consultoras ambientales) o por 
el administrado, es decir la empresa que ha sido sancionada. Una vez filtrada la 
información, se puede: (i) identificar la cantidad de infracciones de cada 
administrado, (ii) el monto total por el que ha sido sancionado en Unidades 
Impositivas Tributarias (ej. 1 UIT equivale a 4.950 soles c. USD1,295), (iii) acceder a 
un resumen de las sanciones y (iv) acceder al expediente completo. En materia de 
pesquerías, a fecha de noviembre de 2023, el listado de infractores asciende a 288 
empresas, que en conjunto han recibido un total de 3.075 infracciones por valor en 
multas de 4.624, equivalente a casi USD 6 millones. El detalle de la base de datos 
puede consultarse en el Anexo 15. Infractores de Pesca en Perú.  

 
37 https://publico.oefa.gob.pe/administrados-sancionados/#/ 

https://publico.oefa.gob.pe/administrados-sancionados/#/
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Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre (SERFOR) 

El SERFOR gestiona el Sistema Nacional de Información Forestal y de Fauna Silvestre 
(SNIFFS)38 que permite consultar información sobre el monitoreo de estos dos recursos, 
incluida información sobre comercio exterior de madera, licencias de caza o empresas 
autorizadas para el aprovechamiento de fauna silvestre, inventario de recursos y su 
geolocalización. La parte más sustantiva para esta investigación es sin embargo su base de 
datos sobre sanciones administrativas que se presenta a continuación:  

● Registro Nacional de Infractores.39          

El Registro Nacional de Infractores integra información sobre infracciones 
administrativas remitida por las Autoridades Regionales Forestales y de Fauna 
Silvestre (ARFFS), el Organismo de Supervisión de los Recursos Forestales y de 
Fauna Silvestre (OSINFOR) y el Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas por 
el Estado (SERNANP), para su consolidación y publicación en el portal institucional 
del SERFOR. El registro incluye la posibilidad de obtener bases de datos según 
nueve criterios incluyendo Infractor, DNI/RUC, Ámbito ATFFS, Título Habilitante, 
Titular de Título Habilitante, Regente/Consultor, Ámbito Región y Fecha.  
En el Anexo 16. Registro Nacional de Infractores Forestales en Perú 2016-2022 se 
puede consultar la base de datos completa, que incluye un total de 1,326 registros. 
La Figura 21 ofrece estadísticas elaboradas a partir de la base de datos, las cuales 
ayudan a determinar las áreas geográficas, los años y las entidades que acumulan 
mayores infracciones administrativas emitidas.  

Figura 21. Infracciones administrativas forestales en Perú (2016-2022) 

El Registro Nacional 
de Infractores publica 
íntegramente los 
expedientes 
administrativos 
sancionadores, 
generando un ejemplo 
excelente de buenas 
prácticas de 
información pública y 
transparencia que 
sería excelente 
encontrar para el caso 
de las sanciones de 
tipo penal. Un ejemplo 
de expediente se 
puede consultar en el 
Anexo 17. Ejemplo de 
Sanción Administrativa 
Forestal de Perú.  

 
38 https://sniffs.serfor.gob.pe/inicio/ 
39 https://app.serfor.gob.pe/transparenciav2/consulta_infractores03.aspx 

https://sniffs.serfor.gob.pe/inicio/
https://app.serfor.gob.pe/transparenciav2/consulta_infractores03.aspx
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La Dirección General de Capitanías y Guardacostas (DICAPI)  

● Permisos Marítimos40 
 
La DICAPI cuenta con bases de datos sobre permisos que incluye los permisos 
emitidos al personal de las embarcaciones, permisos de navegación, naves a las 
que les fue impedido el zarpe, o información sobre zarpes y arribos, entre otros. 
Algunas de las personas entrevistadas reportaron que la DICAPI gestiona también 
una base de datos sobre sanciones administrativas relativas a la pesca, pero esa 
información no es de pública consulta en la página de la DICAPI y es de suponer 
que se publica como parte de la base de datos de sanciones administrativas de 
OEFA, que incluye el sector pesca.  

Observatorio Ambiental41 

El Observatorio Ambiental, creado recientemente en el año 2019,42 es un espacio de 
información y análisis sobre crímenes ambientales que gestiona el poder judicial. Busca 
cumplir compromisos internacionales en materia de transparencia ambiental para brindar 
información estadística y jurisprudencia en materia ambiental a investigadores 
independientes, comunidades nativas, asociaciones civiles, universidades, empresas 
privadas y ciudadanía en general. El Observatorio incluye: 

● Estadística Judicial43 
En esta sección del Observatorio se pueden obtener datos, año por año, del 
resultado de los tribunales por especialidad y por distrito, siempre en el ámbito de 
los casos ambientales. Este resultado se mide usando tres parámetros: el número 
de casos pendientes al iniciar el año, los casos nuevos ingresados en el año y el 
número total de casos resueltos, lo que arroja una medida de la carga de trabajo de 
los tribunales y de su eficiencia. Aunque se trata solamente de información 
estadística agregada que no permite identificar los tipos penales específicos de 
interés de esta investigación (crímenes forestales y contra la fauna), ofrece al menos 
una vista panorámica al respecto de la actividad de los tribunales en el área 
ambiental.  
 
La Figura 22 presenta la estadística agregada nacional de todos los casos 
atendidos por los tribunales penales en el Perú por delitos ambientales entre el 2016 
y el 2022, el periodo de interés para la investigación 44. En total para los siete años 
de estudio, se reporta que se recibieron más de 30,000 casos penales, 
resolviéndose más de 20,000.  

 
40 https://www.dicapi.mil.pe/ 
41 https://sap.pj.gob.pe/soja-web/#/principal 
42 Aprobado mediante Resolución Administrativa N°335-2019-CE-PJ 
43 https://sap.pj.gob.pe/soja-web/#/estadistica-list. 
44 La fue proporcionada directamente por la Sub-Gerencia de Estadística del Poder Judicial en respuesta a requerimiento por 
email puesto que el Observatorio requiere de búsquedas individualizadas por distrito y año,  

https://www.dicapi.mil.pe/
https://sap.pj.gob.pe/soja-web/#/principal
https://sap.pj.gob.pe/soja-web/#/estadistica-list
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Figura 22.  Casos Ambientales Penales en Perú (2016-2022) 

El sistema de cómputo utilizado en la 
estadística abre ciertos interrogantes. 
Se esperaría que los casos pendientes 
al iniciar cada año deberían ser el 
resultado de restar los casos resueltos 
a los casos totales del año anterior, 
pero la estadística no sigue ese patrón 
ni ningún otro que se haya detectado.  

 

 

 

   

• Procesos Judiciales45 
Esta base de datos contiene información de procesos judiciales e incluye solamente 
cinco campos de información: (i) código único de expediente, (2) fecha de ingreso, 
(3) sumilla, (4) estado, y (5) órgano jurisdiccional. Aunque no hay documentos 
asociados a los casos y se trata meramente de un listado, esta base de datos es 
importante porque contiene los códigos de expediente, que son la clave para 
obtener información en otra herramienta del poder judicial.  

 

 

 
45 https://sap.pj.gob.pe/soja-web/#/proceso-list 

https://sap.pj.gob.pe/soja-web/#/proceso-list
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Figura 23. Procesos Judiciales Ambientales Penales  
en Perú (2016-2022) por Distrito 

El código de expediente está formado por 
20 dígitos que incluyen el número de 
expediente (5 dígitos), el año (4 dígitos), el 
número de incidente (1 dígito), la provincia 
(4 dígitos), la instancia (2 dígitos), la 
especialidad (2 dígitos) y el órgano judicial 
(2 dígitos). Un ejemplo real de código es 
el 00566-2017-0-0101-JR-PE-02, 
correspondiente al caso 566 del año 2017 
tramitado en el Segundo Juzgado 
Especializado de lo Penal en la provincia 
del Amazonas.  
Esta investigación ha descargado del 
Observatorio la base de datos de 
procesos judiciales en juzgados penales 
para los años 2016-2022, que incluye un 
total de 7,035 casos. La lista se ha 
incluido en el Anexo 18. Procesos 
Judiciales Ambientales Penales en Perú 
(2016-2022). Se desconoce por qué no hay 
coincidencia con la estadística nacional 
ofrecida para casos totales, ingresados o 
resueltos en el mismo periodo.  
 
La Figura 23 ofrece un resumen de los 
procesos listados en el Anexo 21 por 
Distrito, identificando en la parte superior 
los 10 distritos que tienen asignados el 
80% de los procesos y donde se presume 
que se concentran los delitos 
ambientales.  
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Figura 24. Procesos Judiciales Ambientales Penales en Perú  
(2016-2022) por Estado y Año.  

Por otra parte, la Figura 24 
ofrece un resumen del estado 
de los procesos en cada año 
de estudio y se identifican 
nuevos interrogantes en la 
información pues los estados 
no parecen ser en todos los 
casos categorías exclusivas. 
En la lista vemos por ejemplo 
como categorías separadas 
Apelación y Apelado, en 
Ejecución y En Trámite de 
Ejecución o Para 
Resolver/Para Sentenciar-
Resolver.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

● Jurisprudencia46 
 
Este repositorio contiene el desarrollo jurisdiccional creado por la Corte Suprema en 
temas ambientales, que se limita a seis sentencias entre los años 2016-2022. De 
entre ellas, solo una está relacionada con los delitos penales de interés para esta 
investigación, concretamente el delito contra los bosques o formaciones boscosas 
determinado por el Art. 310 del Código Penal.47 La necesidad de jurisprudencia 
tiene por objetivo la correcta interpretación y aplicación del principio legal 
precautorio (artículo VII de la Ley General del Ambiente) para dilucidar la existencia 
de una posible contravención con el principio legal de in dubio pro reo en el delito 
forestal. La sentencia, que puede consultarse en el Anexo 19. Jurisprudencia 
Ambiental en Perú (Cas. N.º 389-2014 San Martín) dictamina que: 
 

“Entre el principio precautorio y el de in dubio pro reo no existe mayor conflicto o 
ambigüedad; pues el primero rige en el ámbito del derecho ambiental, y el segundo en el 
ámbito del derecho penal. 

Sobre los elementos del tipo penal regulado en el art. 310 del Código Penal, podemos señalar 
que no requiere de una cualidad especial en el sujeto activo, por lo que cualquier persona puede 
cometerlo. La acción típica se compone de tres elementos: i) La existencia de bosques o 
formaciones boscosas sean naturales o plantaciones, ii) la afectación o el daño a dichas áreas 

 
46 https://sap.pj.gob.pe/soja-web/#/jurisprudencia-list. 
47 Número de Expediente Cas. N° 389-2014 San Martín 

https://sap.pj.gob.pe/soja-web/#/jurisprudencia-list
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naturales se debe dar mediante la destrucción, quema o tal del territorio total o parcial, iii) debe 
comprobarse que las citadas acciones (destrucción, quema o tal) fueron realizadas sin el 
permiso, licencia o autorización o concesión otorgada por la autoridad competente. Por último, 
se advierte que se trata de un delito doloso, quedando descartada la posibilidad de interpretar la 
existencia de una modalidad culposa.” 

Poder Judicial 

Además de la plataforma especializada del Observatorio Ambiental, el Poder Judicial 
gestiona otras cuatro bases de datos públicas, incluyendo: 

● Casillero Digital48  
 
Esta es la base de datos pública donde se publican las resoluciones judiciales 
(autos y sentencias) de todas las especialidades, aunque su alcance histórico sólo 
abarca las emitidas a partir del 20/6/2021. De la especialidad penal, la base de 
datos contiene un total de 601,925 resoluciones emitidas en 2021 (6 meses) y 
1,292,707 emitidas en 2022. Las resoluciones pueden consultarse íntegramente 
pero el sistema de búsqueda sólo permite filtrar por número de expediente, 
nombre del juez y fecha de resolución, por lo que no es posible identificar los 
documentos relacionados a casos por tráfico de especies o madera. Si se 
pudieran identificar los números de expedientes de interés de entre los 7,03 
números de expediente que contiene el Anexo 21 sobre casos criminales 
ambientales, ésta sería la base de datos a la que acudir para revisar las sentencias 
emitidas, al menos desde junio del 2021.  
 

● Expedientes Judiciales49  
 
Base de datos de expedientes que sí incluye registros históricos entre 2016-2022 
pero abarca sólo las especialidades Civiles, Familiares y Laborales. Al no incluir la 
especialidad penal, este portal no arroja información de valor para esta 
investigación.   
 

● Sentido de Decisiones Judiciales50  
 
Base de datos que proporciona los fallos emitidos en relación con cada 
expediente. Como en los casos anteriores, se requiere ingresar el número de 
expediente para acceder a la información y no es posible filtrar por tipo de delito 
juzgado.   
 

● Jurisprudencia Nacional51 
 
Esta es la única base de datos oficial que permite filtrar en base a los tipos 
penales según el número de artículo del Código Penal. El contenido, sin embargo, 
no es tan relevante para esta investigación, porque lo que incluye son 
interpretaciones de la Corte Suprema y Corte Superior al texto de la ley. Se 

 
48 https://sap.pj.gob.pe/casillero-digital-web/#/busqueda 
49 https://cej.pj.gob.pe/cej/forms/busquedaform.html 
50 https://gestionsij.pj.gob.pe/sentidoFallo-web/#/busqueda 
51 https://jurisprudencia.pj.gob.pe/ 

https://cej.pj.gob.pe/cej/forms/busquedaform.html
https://gestionsij.pj.gob.pe/sentidoFallo-web/#/busqueda
https://jurisprudencia.pj.gob.pe/
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realizaron varias consultas para filtrar resoluciones relativas a los delitos contra 
flora y fauna y se pudieron constatar fallos de sistema, recibiéndose en todos los 
casos respuestas incorrectas.  

Ministerio Público 

Ni el Ministerio Publico ni sus Fiscalías ponen a disposición del público ningún tipo de base 
de datos criminales. La Fiscalía Ambiental (FEMA) sí utiliza las redes sociales para publicitar 
casos ambientales relevantes a través de Facebook52 y X/ Twitter.53  

Se rastrearon todos los boletines del FEMA entre 2016 y 2022 y el resultado fueron un total 
de 45 noticias relativas a casos relacionados con madera y con fauna silvestre. Las noticias 
no presentan consistencia entre el tipo de datos que se ofrecen de cada caso, pero se han 
podido sistematizar hasta 60 parámetros diferentes que pueden llegar a reportarse 
incluyendo información sobre la denuncia, confiscaciones, sospechosos, sentencias, etc. El 
detalle completo de la base de datos puede consultarse en el Anexo 20. Casos Criminales 
Publicados por FEMA Perú (2016-2022). 

PROÉTICA/TRANSPARENCIA INTERNACIONAL 

Proética, el capítulo nacional de Transparencia Internacional en el Perú realizó un estudio 
sobre procesos penales ambientales entre 2009 y 202154, con un objetivo similar a esta 
investigación, aunque más amplio al abarcar más de una década y todos los delitos 
ambientales, no sólo los forestales o de fauna silvestre. Los resultados estadísticos de este 
estudio se reproducen en la Figura 25. 

Figura 25. Casos Penales Ambientales en Perú (2009, 2021)  

Como puede verse, entre los años 
2009 al 2021 se registraron un total 
de 24.662 casos relacionados con 
delitos ambientales, destacando el 
hecho de que el 61% estuvieron 
relacionados con los recursos de 
interés para esta investigación: la 
madera y la fauna marina y 
terrestre. Es de destacar que se 
registraron también unos 650 
casos correspondientes a delitos 
conexos (falsificación de informes 
ambientales y otorgamiento ilegal 
de permisos), que, al ser 
presentados como delitos contra el 
ambiente, revelan el uso de tipos 
penales distintos a los 
directamente dedicados a recursos 

naturales. La Figura 26 ofrece una visión temporal más detallada de los casos de interés de 
 

52 https://www.facebook.com/FEMAPeru/ 
53 https://twitter.com/FEMAPeru    
54 El estudio se llevó a cabo con apoyo financiero del Environmental Investigation Agency y la Rainforest Foundation Norway 

https://www.facebook.com/FEMAPeru/
https://twitter.com/FEMAPeru
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recopilados por Proética, revelando que el número total de casos, casi 15,000 para el 
periodo de estudio, se han concentrado en su mayoría entre el 2018 y el 2021 (71% del total).  

Figura 26. Casos Penales Forestales y contra la Fauna en Perú, por Año (2009, 2021) 

 

Por último, es importante destacar que Proética gestiona la plataforma online del 
Observatorio sobre la Legalidad de la Madera55  donde se publica con carácter trimestral los 
resultados de las supervisiones realizadas en bosques desde el año 2010 por el Organismo 
de Supervisión de los Recursos Forestales y de Fauna Silvestre (OSINFOR).  El observatorio 
dispone de información georreferenciada e incluye dos bases de datos con una estructura de 
búsqueda y de organización de información de muy alta calidad.  

● Planes de Manejo Forestales (PMF) aprobados con información falsa o 
inexistencia de árboles. Esta base de datos incluye hasta 133 Planes de Manejo 
falsos aprobados y, para cada uno de ellos, ofrece total transparencia de todos 
los datos técnicos (especies, árboles y volúmenes aprobados, titulares, áreas, 
etc.) así como nombres de todas las personas involucradas en la confección, 
revisión, aprobación y supervisión de los planes.  

● Actores Involucrados en los Planes de Manejo Forestales (PMF) aprobados con 
información falsa o inexistencia de árboles. Esta base de datos contiene hasta 690 
actores con información detallada de su nombre, ubicación, sus roles y el número 
de planes anómalos en los que participaron. La base de datos puede filtrarse por 
tipo de actor que incluye las siguientes seis categorías o roles: (i) Consultor y/o 
regente forestal, (ii) Profesional técnico en inspección ocular, (iii) Profesional que 
recomienda aprobación del plan, (iv) Funcionarios que aprobaron el plan, (v) 
Representante legal y (vi) Titula actual 

El Observatorio es sin duda una herramienta de información de muy alto valor para el 
combate a las actividades forestales ilícitas en el Perú. 

Alianza por la Fauna Silvestre y los Bosques56 

Como ya se presentó en el capítulo sobre Ecuador, La “Alianza por la Fauna Silvestre y los 
Bosques” es una acción regional público-privada que abarca cinco países y busca abordar 

 
55 https://maderalegal.pe/#/es/ 
56 https://alianzafaunaybosques.org/ 

 

https://maderalegal.pe/#/es/
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las temáticas de tráfico de fauna silvestre y de madera bajo una estrategia articulada, 
intersectorial y transfronteriza, contribuyendo así a mitigar estas amenazas cuyos impactos 
son ambientales, económicos, sociales y a la salud pública. En el marco de la Alianza, WCS 
recopila desde 2020 información de fuentes oficiales y no oficiales para generar una base de 
datos criminales interna que elementos como pueden la localización, especies, número de 
especímenes, estado de los animales, personas arrestadas, sentencias condenatorias y 
penas de prisión y multas. No se ha tenido acceso a esta base de datos interna sino a los 
resúmenes agregados que se publican con carácter semestral por medio de infografías en el 
portal de la alianza, cuya compilación se puede consultar en el Anexo 10. WCS Reportes 
Semestrales de Noticias sobre Tráfico de Fauna Silvestre en la Región Andes.  

La Figura 27 reproduce los resultados de los reportes semestrales desde 2020 de noticias 
sobre tráfico de fauna silvestre en Perú, los cuales recogen 272 noticias de decomisos.  Este 
número de noticias no presenta coincidencia con el número de denuncias o casos 
manejados por otras instituciones y ayuda a dibujar las dificultades de acceso a información 
que ha tenido esta investigación. 

 Figura 27. Número de noticias de decomisos de fauna silvestre en Perú 2020-2023  

  

Casos Criminales 2016-2022 
No es posible a partir de la información obtenida aislar números de expedientes judiciales 
ambientales que tengan que ver con delitos sobre la fauna y la madera para consultar 
expedientes y evaluar la eficacia del enjuiciamiento.  

La base de datos construida a partir de noticias públicas del FEMA incluye un total de 46 
casos entre los años 2016 y 2022 que sí son casos directos de delitos contra la fauna y la 
madera. Sin embargo, la información ofrecida no es consistente en mencionar aspectos 
clave de los casos como el sentido de las sentencias y las penas impuestas.  

La información más consistente tiene que ver con las especies afectadas (no así las 
cantidades traficadas), e incluyen: 

● Especies de fauna terrestre: Tucanes, Pihuichos de frente amarilla, Pihuichos 
aliblanca, Taricayas y Motelo, Boa mantona, Anaconda y Lagarto, Tigrillo, guacamayos 
y mono maquizado, Loro Amazónico (Loro-Psitacula Wagleri, Loro-Psittacula 
Erytrogenis), Loros cabeza roja (Aratinga Erythrogenys), Mono choro, Charapas, 
Taricayas, Majas y Tortugas patas amarillas, Tortugas Charapas.  

● Especies de fauna marina: Caballa, Chanque, Sardina, Palometa, Doncella, 
Boquichico, Paiche, Mota, Yahusa y Llambina, Tiburón zorro pelágico, Tiburón zorro 
ojón, Tiburón martillo, Tiburón diamante y tiburón Azul, Cabrilla, Caracol, Jurel, Pota.  

● Especies de madera: Tornillo, Algarrobo, Quinilla, Manchinga, Copaiba, Bolaina, 
Oreja de León, Faique y Oveiro, Cumala, Topa (Ochroma Pyramidale), Lupuna, 
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Capirona, Caimitillo, Higueron, Moena, Catagua, Capinuri, Machimango, Huayruro y 
Quillosisa.  

En cuanto a las penas, se reporta en 9 de los casos el sentido de la sentencia (culpabilidad), 
así como las penas de prisión, que en todos los casos menos uno, al tratarse de especies no 
protegidas, tienen fijadas penas inferiores a los 4 años. Para ninguno de los casos se 
menciona un enjuiciamiento basado en el uso de tipos penales conexos como el lavado de 
dinero.  

Conclusiones y Recomendaciones  
01. La tipificación de delitos contra el tráfico de vida silvestre y de madera conlleva penas 

significativamente altas en el Código Penal peruano, en sintonía con la percepción 
contemporánea sobre la gravedad de éstos. La prisión máxima para los crímenes 
contra especies protegidas de fauna es de 7 años, que aumenta a 10 para el caso de 
madera, superándose con creces en ambos casos el llamado por parte de la UNTOC 
para reconocer estos delitos como “serios” y otorgar máximos de prisión de al menos 4 
años.  

02. Gracias a estos niveles de penalidad, la posibilidad de conversión de penas de prisión 
en multas o servicio comunitario no es posible, cosa que sí sucede para los crímenes 
penados con menos de 2 y 4 años, respectivamente. Sí es posible, no obstante, la 
conversión de la pena de prisión por vigilancia electrónica personal.  

03. Al ser la pertenencia a organización criminal considerada un agravante calificado 
especial en los delitos contra fauna y madera, las penas máximas incrementan hasta 20 
años, igualando las ofrecidas por el tipo penal de lavado de dinero. Esto significa que 
en el Perú no se pueda considerar que el enjuiciamiento por lavado de activos sea 
siempre la mejor estrategia procesal, pues un enjuiciamiento técnicamente más simple 
en la recopilación de evidencia podría obtener los mismos resultados si estamos ante 
un caso de tráfico transnacional, que necesariamente implica una organización 
criminal.  

04. Debido a que la Fiscalía de Medio Ambiente en Perú busca en la práctica que haya una 
sanción administrativa previa establecida para dar paso a la aplicación de los delitos 
contra la vida silvestre, es pertinente el análisis de éstas para delimitar las 
oportunidades de enjuiciamiento criminal. Por las estadísticas recogidas, se han 
determinado un total de 1,326 denuncias forestales entre 2016-2023 y un total de 3,075 
relacionadas al sector pesca hasta el 2023. Es claro que actualmente no hay una 
estadística lo suficientemente detallada para hacer un seguimiento de las denuncias y 
sanciones contra la fauna salvaje. Esto se revela como un área de mejora para los 
sistemas de información que manejan tanto OEFA como SERFOR.  

05. La estadística judicial no es clara cuando se trata de identificar el total de crímenes 
ambientales y contra fauna y madera que se han atendido en el Perú en el periodo de 
interés del 2016-2022. Encontramos tres datos de difícil concordancia. Por un lado, el 
Poder Judicial declara un total de 30,024 casos ambientales ingresados y 21,064 
resueltos entre 2016 y 2022 en sus estadísticas nacionales. Por otro, lista y presenta un 
número total de procesos judiciales ambientales igual a 7,035 para el mismo periodo. 
Por último, el estudio de PROETICA, basado en información recibida de la Procuraduría 
de Ambiente para el período de 13 años entre 2009 y 2021, computa un total de 24,662 
casos ambientales entre 2009 y mediados del 2021, incluyendo 10,576 casos 
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relacionados con madera y 4,397 relacionados con fauna.  No existe modo de hallar 
una concordancia entre documentación de expedientes judiciales y delitos contra la 
fauna y de tala ilegal de madera.  

06. Las fuentes secundarias de información, basadas en noticias publicadas por la FEMA y 
WCS/Alianza por la Fauna Silvestre y los Bosques, tampoco presentan concordancias, 
con la primera publicando 45 noticias de casos entre 2016 y 2022 y WCS 
contabilizando hasta 272 operaciones de decomiso entre 2020 y 2023. Las noticias de 
casos de FEMA contienen poca información de detalle, que además no es consistente 
entre noticias. No es posible tener una estadística de los casos cerrados con condena 
de culpabilidad frente a los casos con sentencias absolutorias o los casos cerrados sin 
juzgamiento. Como la fiscalía asignada ha sido el FEMA, se presupone que no se han 
utilizado tipos penales conexos durante el enjuiciamiento.  
 

07. Perú goza de las ventajas y desventajas comúnmente conocidas de todas las 
jurisdicciones que en las últimas décadas han implementado fiscalías o juzgados 
especializados en delitos ambientales. Si por una parte esto se ha traducido en una 
visibilidad mayor de los crímenes ambientales, en más recursos técnicos, financieros y 
humanos, más casos enjuiciados y más condenas, también es cierto que la 
especialización ha jugado en contra de las posibilidades de enjuiciar crímenes 
ambientales usando tipos penales alternativos. Expertos consultados aseguran que en 
el Perú, la falta de conocimientos técnicos en materia ambiental hace que otras 
fiscalías especializadas en delitos financieros, contrabando o corrupción acaben 
devolviendo los casos al FEMA.  
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Enjuiciamiento de crímenes 
contra la vida silvestre en Bolivia 
2016-2022 

Tipificación de Delitos y Oportunidades Procesales 
En esta sección se ofrece un panorama general de las oportunidades procesales que existen 
en Bolivia para el enjuiciamiento de la tala ilegal de madera y el tráfico de fauna marina y 
terrestre. Dado que esta investigación ha buscado conocer qué tipos penales se han utilizado 
entre el 2016 y el 2022 para abrir causas criminales contra los que han atentado contra la 
vida silvestre, se han seleccionado las tipologías delictivas existentes en el marco jurídico de 
Bolivia que, directamente o de manera conexa, pudieran haberse usado por la Fiscalía para 
la presentación de cargos. 

Para recopilar estos tipos penales se ha acudido al Código Penal, el Código de 
Procedimiento Penal y a las leyes específicas en materia de caza y pesca ilegal, tráfico ilegal, 
crimen organizado, que se citan en el Anexo 02. Marcos Legislativos de Referencia, en el 
apartado del país correspondiente. 

Como en la mayoría de los sistemas penales del mundo, las sanciones principales del 
Código Penal Boliviano incluyen la pena privativa de la libertad o prisión (presidio y reclusión) 
y la pena pecuniaria o multa. El Código contempla también otras penas como la 
inhabilitación especial57 o la prestación de trabajo,58 pero esta sección se centra en las 
primeras por su mayor relevancia. Las personas jurídicas son reconocidas por el Código 
Procesal Penal, pero sólo como denunciantes y víctimas. No están definidos ni mencionados 
en el Código Penal, y no se aplican sanciones a las personas jurídicas. 

Las penas de prisión sólo pueden ser temporales de un año hasta treinta años.59 La prisión 
temporal se establece en base a horquillas de mínimos y máximos, con 30 años como el 
límite máximo general fijado para la pérdida temporal de libertad individual en Bolivia. 

En cuanto a las penas pecuniarias, se establecen también en base a una horquilla de 
máximos y mínimos, pero, en vez de emplear unidades fijas, se basan en una unidad 
económica de referencia, los días-multa. La multa consiste en el pago a la Caja de 
Reparaciones, de una cantidad de dinero fijada por el juez en días-multa, en función a la 
capacidad económica del condenado, sus ingresos diarios, su aptitud para el trabajo y sus 
cargas familiares.60 El mínimo será de un día multa y el máximo de quinientos.61  

 
57 CP, Art. 26. 
58 Id. 
59 CP, Art. 27. 
60 CP, Art. 29, Las cuotas que el condenado deba pagar no superarán el máximo embargable de su sueldo, si éste fuera su 
única fuente de recursos. El monto máximo total del día multa no podrá sobrepasar de veinticinco salarios mínimos mensuales 
nacionales. 
61 Id. 
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Tradicionalmente, la individualización de la pena la realiza el juez cuando impone 
específicamente la magnitud de una pena de prisión o multa dentro de las horquillas 
establecidas para el delito cometido por el condenado. En Bolivia, esta individualización se 
basa primero en una instrucción general – ‘[t]omar conocimiento directo del sujeto de la 
víctima y de las circunstancias del hecho, en la medida requerida para cada caso.’62 Entre las 
‘circunstancias’, el juez puede considerar la edad, la educación, las costumbres y la 
conducta precedente o posterior del sujeto.63 También se puede considerar las condiciones 
especiales en que se encontraba en el momento de la ejecución del delito y los demás 
antecedentes y condiciones personales, así como sus vínculos de parentesco, de amistad o 
nacidos de otras relaciones, la calidad de las personas ofendidas y otras circunstancias de 
índole subjetiva.64 

La Figura 28 ofrece una comparativa de las penas de prisión y de multa estándar para los 
principales delitos contra la flora y fauna silvestre y delitos potencialmente conexos en 
Bolivia, y resume parcialmente las fichas detalladas por delito incluidas en el Anexo 03. 
Tipificación de Delitos. Las penas de prisión se presentan en meses y años, mientras que las 
penas de multa lo hacen en días multa. Dada la complejidad del sistema de tercios y la 
posibilidad de números escenarios de penas máximas según los agravantes calificados 
tipificados en cada delito, la Figura 28 ofrece una visión limitada y genérica de las 
oportunidades procesales, que requerirían adaptarse a las condiciones específicas de cada 
caso criminal. 

Al igual que en los otros países de este estudio, las penas de Bolivia por delitos directamente 
relacionados con el comercio ilegal de vida silvestre (por ejemplo, caza o pesca ilegal) son 
significativamente menores que aquellos delitos que pueden, y a menudo están, relacionados 
con ellos (por ejemplo, crimen organizado). Con excepción de tres tipos de delitos: 

● la caza ilegal que causa daños al medio ambiente65  
● el tráfico ilegal que causa riesgo de extinción66 
● matar un animal con ensañamiento o con motivos fútiles67 

Los tipos de delitos más relevantes no conllevan pena de prisión o multa. Y dos de aquellos 
que sí conllevan una pena de prisión, los elementos del delito plantean desafíos importantes 
para su enjuiciamiento exitoso. Demostrar el tráfico ilegal es relativamente sencillo. 
Demostrar que un incidente de caza ilegal o tráfico causó ‘daños al medio ambiente’ o ‘un 
riesgo de extinción’ requeriría formas de evidencia que serían difíciles, sino imposibles, de 
obtener. Las consideraciones de costo por sí solas pesarían a favor de no presentar este 
cargo.  

El último de estos tres, el biocidio, no se basa en elementos probatorios difíciles, pero sólo 
se aplica a los casos en los que el acusado ha matado al animal. Se sabe que esto ocurre en 
muchos casos de tráfico de vida silvestre, pero no en todos. En aquellos casos en que sólo 
se recuperen animales vivos, los términos de esta disposición no se aplicarán.  

 
62 CP, Art. 37. 
63 CP, Art. 38(1) 
64 CP, Art. 38(2) 
65 LMA, Art. 110 
66 LMA, Art. 111 
67 LCCM, Art. 10; con referencia a CP, Art. 350 bis y Art. 350 ter 
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Figura 28. Comparativa de penas en Bolivia para delitos contra la fauna y flora y delitos conexos 

 

Algunas consideraciones de relevancia se ofrecen a continuación para tres de los delitos 
conexos incluyendo el de contrabando, lavado de activos y organización criminal.  

Contrabando 



60 

 

El delito de contrabando no figura en el Código Penal de Bolivia como una forma 
independiente de delito. Está catalogado como una preocupación separada por el Decreto 
Supremo que regula el contrabando de productos agropecuarios y, como tal, no se aplica a 
otras formas de tráfico ilícito de recursos naturales.  

Está también regulado por la Ley General de Aduanas, que establece en las partes 
pertinentes lo siguiente: 

‘La Aduana Nacional adjudicará las mercancías comisadas por ilícito de 
contrabando y las abandonadas aptas para su uso o consumo, al Ministerio de 
Economía y Finanzas Públicas, ….’68 

‘Si el contrabando consistiere en la salida ilícita de mercancías del territorio 
nacional, procederá el arrepentimiento eficaz cuando antes de la intervención de 
la Administración Tributaria, se pague una multa igual a cien por ciento (100%) del 
valor de la mercancía.’69 

‘El Estado garantiza la libre exportación de mercancías, con excepción de 
aquellas que están sujetas a prohibición expresa y de las que afectan a […] la 
preservación de la fauna y flora…’70 

‘Comete delito de falsedad aduanera el servidor público que posibilite y facilite a 
terceros la importación o exportación de mercancías que estén prohibidas por ley 
expresa; […] así como los que informan o certifican falsamente sobre la persona 
del importador o exportador o sobre la calidad, cantidad, precio, origen, 
embarque o destino de las mercancías. 

Este delito será sancionado con privación de libertad de (4) cuatro a (8) ocho 
años.’71 

La Ley de Aduanas no establece por sí sola las prohibiciones y limitaciones aplicables al 
comercio de vida silvestre. Esto lo hace el Reglamento para la Restricción y Control del 
Comercio de Vida Silvestre, que sólo prohíbe categóricamente el comercio de vida silvestre 
como mascotas.72 

Lavado de Activos 

Existe una base jurídica en el Código Penal, que utiliza un enfoque de delito determinante y 
que incluye al menos un tipo de delito conexo al tráfico ilícito de vida silvestre. El Código 
Penal define el blanqueo de capitales en el art. 185 bis, diciendo en lo pertinente: 

‘El que adquiera, convierta o transfiera bienes, recursos o derechos, que procedan 
de delitos vinculados al tráfico ilícito de sustancias controladas, de delitos cometidos 
por funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones o de delitos cometidos 
por organizaciones criminales, con la finalidad de ocultar o encubrir su naturaleza, 

 
68 LGA, Art. 4(b). 
69 LGA, Art. 157. 
70 LGA, Art. 99. 
71 LGA, Art. 175. 
72 RCCVS, Art.  
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origen, ubicación, destino, movimiento o propiedad verdadera, será sancionado con 
presidio de uno a seis años y con multa de cien a quinientos días.’73 

Si bien las penas asociadas no son severas (6 años, y hasta 500 días multa) en comparación 
con las aplicadas en otros países, incluidos los otros dos en este informe, siguen siendo 
significativamente mayores que las aplicadas a los delitos básicos del tráfico de vida 
silvestre. 

El estado del marco legal de lavado de dinero de Bolivia es incierto y su aplicación al 
comercio de vida silvestre se ve cuestionada por un enfoque que se basa en delitos 
determinantes acumulados. En otras palabras, los cargos de lavado de dinero sólo pueden 
presentarse por ciertos tipos de delitos, de los cuales el único tipo de delito aplicable o 
asociado con el comercio de vida silvestre es el crimen organizado. El crimen organizado, a 
su vez, utiliza un enfoque predicado y, más allá de los elementos directos del delito, sólo 
puede interponerse contra determinados delitos básicos. Entre los que son relevantes para el 
comercio de vida silvestre se encuentran: 

● destrucción o deterioro de bienes del Estado y la riqueza nacional; 
● legitimación de ganancias ilícitas, fabricación o tráfico ilícito de sustancias 

controladas; 
● delitos ambientales previstos en leyes especiales.74 

Además, se explicó que la interpretación de esta parte de la ley llevó a su aplicación a casos 
menores y a denunciar posibles delitos de lavado de dinero como forma de represalia. 

Incluso si se utiliza adecuadamente, otra parte del esquema antilavado de dinero de Bolivia 
hace que sea relativamente fácil escapar a su aplicación. En concreto, el Art. 71 proporciona 
una cláusula exculpatoria que permite al beneficiario final evitar la responsabilidad si puede 
demostrar que pagó el valor justo de mercado por el artículo o, en casos de donaciones, 
ignoraba su procedencia ilegal. El primero es relativamente fácil de establecer y el segundo 
es un requisito de conocimientos que suele ser más difícil de establecer para los fiscales en 
el juicio. 

En los casos de legitimación de ganancias ilícitas provenientes de los delitos 
señalados en el artículo 185 bis, se dispondrá el decomiso: 

[…] 

2. De los recursos y bienes procedentes directa o indirectamente del delito, 
incluyendo los ingresos y otras ventajas que se hubieren obtenido de ellos, y no 
pertenecientes al condenado, a menos que su propietario demuestre que los ha 
adquirido pagando efectivamente su justo precio o cambio de prestaciones 
correspondientes a su valor; en el caso de donaciones y transferencias a título 
gratuito, el donatario o beneficiario deberá probar su participación de buena fe 
y el desconocimiento del origen ilícito de los bienes, recursos o derechos. 

Crimen Organizado  

 
73 CP, Art. 185 bis. 
74 CP, Art. 132 bis 



62 

 

La legislación boliviana define organización criminal como “una asociación de tres o más 
personas organizada de manera permanente, bajo reglas de disciplina o control, destinada a 
cometer los […] delitos…”75 La ley utiliza un enfoque de delito determinante para la aplicación 
de su disposición sobre delincuencia organizada. Sólo algunos de los delitos enumerados 
serían aplicables al tráfico ilegal de recursos naturales, entre ellos: 

● destrucción o deterioro de bienes del Estado y la riqueza nacional; 
● legitimación de ganancias ilícitas, fabricación o tráfico ilícito de sustancias 

controladas; 
● delitos ambientales previstos en leyes especiales.76 

De conformidad con esta ley, los casos contra organizaciones criminales cuentan con unos 
plazos especiales para el ejercicio de la acción penal que le facilitan al Fiscal la labor de 
investigación, así como al Juez de la Investigación Preparatoria el análisis del caso que es 
presentado para su consideración.77 Cuando la investigación sea compleja en razón a que los 
hechos se encuentren vinculados a delitos cometidos por organizaciones criminales, el fiscal 
podrá solicitar al juez de la instrucción la ampliación de la etapa preparatoria hasta un plazo 
máximo de dieciocho meses, sin que ello signifique una ampliación del plazo máximo de 
duración del proceso. El fiscal informará al juez cada tres meses sobre el desarrollo de la 
investigación. 

Por último, y para cerrar la sección sobre tipificación de delitos y oportunidades procesales, 
se listan a continuación varios elementos del procesamiento penal en Bolivia de relevancia 
para esta investigación:  

● No se contempla la responsabilidad penal de las personas jurídicas. Dada la 
participación bien documentada de elementos del crimen organizado en el país en 
general, con participación específica en el comercio ilegal de vida silvestre, esta 
brecha en particular tiene consecuencias significativas. En la práctica, no existe 
ninguna base jurídica para responsabilizar a la propia entidad por los delitos 
cometidos en su nombre, sólo a los actores individuales. Entonces, si bien algunas 
personas pueden eventualmente enfrentar sanciones penales, incluidas penas de 
prisión y multas elevadas, la entidad detrás de la actividad escapa a toda 
responsabilidad. 

● Cuando se presente un concurso de delitos, el Código Penal prescribe lo 
siguiente: 

o El que con una sola acción u omisión violare diversas disposiciones legales 
que no se excluyan entre sí, será sancionado con la pena del delito más 
grave, pudiendo el juez aumentar el máximo hasta en una cuarta parte.78 

o El que con designios independientes, con una o más acciones u omisiones, 
cometiere dos o más delitos, será sancionado con la pena del más grave, 
pudiendo el juez aumentar el máximo hasta la mitad.79 

o En todos los casos de pluralidad de delitos, corresponde al juez que 
conozca el caso más grave, dictar la sentencia única, determinando la 

 
75 CP, Art. 132 bis 
76 CP, Art. 132 bis 
77 CP, Art. … 
78 CP, Art. 44°. - (CONCURSO IDEAL). 
79 CP, Art. 45°. - (CONCURSO REAL) 
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pena definitiva para la totalidad de los mismos, con sujeción a las reglas del 
Código de Procedimiento Penal.80 

Las Etapas del Proceso Penal 
El Código de Procedimiento Penal (Ley N.º 1970), recoge en gran medida la estructura 
descrita estableciendo que el procedimiento común se divide en cuatro fases específicas, 
como ilustra la Figura 29. Conocer los distintos pasos del proceso legal penal proporciona 
una base para evaluar el recorrido legal de un caso individual, destacando los procesos de 
toma de decisiones potencialmente críticos y su impacto en la resolución final del caso. 

Figura 29. Las Etapas del Proceso Penal en Bolivia 

  

Etapa Preparatoria 

La etapa preparatoria deberá finalizar en el plazo máximo de seis meses de iniciado el 
proceso. 

Cuando la investigación sea compleja en razón a que los hechos se encuentren vinculados a 
delitos cometidos por organizaciones criminales, el fiscal podrá solicitar al juez de la 
instrucción la ampliación de la etapa preparatoria hasta un plazo máximo de dieciocho 

 
80 Art. 46°. - (SENTENCIA ÚNICA) 
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meses, sin que ello signifique una ampliación del plazo máximo de duración del proceso. El 
fiscal informará al juez cada tres meses sobre el desarrollo de la investigación. 

Si vencido el plazo de la etapa preparatoria el fiscal no acusa ni presenta otra solicitud 
conclusiva, el juez conminará al Fiscal del Distrito para que lo haga en el plazo de cinco días. 
Transcurrido este plazo sin que se presente solicitud por parte de la Fiscalía, el juez declarará 
extinguida la acción penal, salvo que el proceso pueda continuar sobre la base de la 
actuación del querellante, sin perjuicio de la responsabilidad personal del Fiscal del Distrito.81 

Juicio Oral 

No hay un tiempo limitado para la etapa del juicio oral. Se puede concluir en cualquier 
momento, incluso en tiempo récord, dependiendo de que se haya producido la prueba 
ofrecida por las partes. Se realizará sobre la base de la acusación; en forma contradictoria, 
oral, pública y continua, para la comprobación del delito y la responsabilidad del imputado, 
con plenitud de jurisdicción. 

El juicio se realiza con la presencia ininterrumpida de los jueces y de todas las partes. Si el 
defensor no comparece a la audiencia o se retira de ella, se considerará abandonada la 
defensa y corresponderá su reemplazo. Si el fiscal no acude a la audiencia o se retira de ella 
sin justificación, se suspenderá el acto e inmediatamente se pondrá en conocimiento del 
superior jerárquico de la Fiscalía para que asigne al juicio otro fiscal, sin perjuicio de la 
sanción correspondiente. Si el querellante no concurre a la audiencia o se retira de ella sin 
autorización, se tendrá por abandonada 

Además de estos pasos primarios, el código procesal penal de Bolivia incluye varios 
procedimientos especiales como los siguientes:82 

● Procedimiento abreviado83 
● Procedimiento por Delitos de Acción Penal Privada84 
● Procedimiento para la Reparación del Daño85 
● Modificaciones al Procedimiento Común86 
● Procedimiento Inmediato para Delitos Flagrantes87 

Competencias Legales para la Investigación y 
Enjuiciamiento frente a Delitos contra la Vida Silvestre 
El sistema legal boliviano cuenta con una multiplicidad de autoridades encargadas de la 
protección de la vida silvestre. A continuación, se describen brevemente las principales 

 
81 Bolivia, CPP, Art. 134. 
82 El Libro Segundo del CPP, Procedimientos Especiales y Modificaciones al Procedimiento Común. 
83 Título I, Arts. 373-374. 
84 Título II, Arts. 375-381 
85 Título III, Arts. 382-388 
86 Título IV, Arts. 389-393 
87 Título V, Arts. 393 bis – 393 duoter 
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autoridades con funciones relevantes en materia de fauna y flora según el sector al que 
pertenecen.  

Ministerio de Medio Ambiente y Agua 

El Ministerio de Medio Ambiente y Agua (MMAyA) formula normas políticas regulatorias, así 
como de fiscalización, supervisión y control de las actividades relacionadas con el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales en lo relativo al medio ambiente biodiversidad, 
agua potable, saneamiento básico, riego y recursos hídricos. 

En Marzo, 2020, el MMAyA, a través de la Dirección General de Biodiversidad y Áreas 
Protegidas, en un trabajo en conjunto con POFOMA, rescataron cerca de una decena de 
anfibios procedentes de traficantes de vida silvestres que pretendían vender a estos animales 
para ser consumidos. 

Policía Forestal Medio Ambiental (POFOMA) 

POFOMA se dedica a animales domésticos y silvestres. Las competencias para el control 
de madera y de minería son de otras entidades, aunque se colabora en operativos en 
algunas ocasiones. Con las capacidades operativas actuales, POFOMA enfrenta sobre 
todo el microtráfico de fauna, pero no el tráfico internacional organizado, que se surge en 
áreas remotas como los Yungas o Chiquitos.  
 
La agencia tiene 35 agentes en La Paz y unos 80 en los Departamentos (120 en total 
aproximadamente), sin presencia fija en fronteras. Las unidades no tienen dotación de 
vehículos ni de infraestructuras propias, acomodándose en las facilidades que puedan 
proporcionar los departamentos y generalmente sin acceso a internet. Tampoco tienen 
presupuesto de movilización y son los agentes los que aportan los recursos, como pasó en 
el caso de decomiso de más de 500 pájaros provenientes del Perú, donde los 
investigadores de POFOMA pagaron su desplazamiento al lugar. El único vehículo propio 
es una ambulancia para el transporte de animales, ubicada en La Paz.  
 
La rotación de agentes se produce cada 1 o 2 años y no es impuesta por el cuerpo sino 
algo que solicitan los propios agentes por varios motivos, incluido a) la agencia está 
desprestigiada porque su misión más conocida parece ser la de rescatar perros y gatos, b) 
el bajo número de operativos, casos e investigaciones que se realizan, comprometen los 
planes de los agentes para acumular los puntos requeridos para ascender en la carrera 
policial, c) al no cobrarse multas. Los agentes llegan a POFAMA de otras unidades como 
una especie de castigo. Se observa que, en sus oficinas centrales de La Paz, efectivamente 
no hay NINGUNA referencia a la vida silvestre (carteles, afiches, fotografías, manuales) y la 
única información en exhibición son carteles de perros y gatos perdidos.  
 
Desde que recibieron apoyo de WCS para crear una base de datos de casos hace dos 
años (equipo informático y Excel), cuentan con un registro sistematizado de casos. Esta 
base de datos no incluye información sobre los casos penales ni tampoco sobre el destino 
de los animales, pues se entregan a gobernación para su posterior distribución a centros 
de rescate, sin recibir mayor retroalimentación sobre su destino final. Estima que el 50% 
corresponde a casos de mascotas y el otro 50% a casos de vida silvestre. Estos casos, se 
pasan al Ministerio Público, que a su vez lleva un registro de incidencias. 
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El director de POFOMA de Cochabamba informó que la unidad recibe hasta cinco (5) 
denuncias diarias de tráfico de animales silvestres o en peligro de extinción.88 

En el primer semestre de 2022, POFOMA abrió un total de 26 casos más tres casos 
relevantes; el caso del biocidio de los cóndores, dos canes encontrados sin vida en 
Cochabamba y este último del perrito que fue victimado a martillazos en Cochabamba, 
haciendo un total de 29 casos de biocidio. Suponiendo cifras similares para el resto del 
año, el número de casos anuales sería de poco más de 50 por año.  
La Ley 700 sanciona con privación de libertad de dos a cinco años al biocidio, y la sanción 
será agravada en un tercio de la pena máxima, si se matare a más de un animal.89 

La Unidad de Investigaciones Financieras 

La Unidad de Investigaciones Financieras tiene las siguientes atribuciones, entre otras: 

● Determinar, en consulta con las superintendencias sectoriales del sistema financiero, 
las líneas de acción para prevenir, detectar y reportar las operaciones de legitimación 
de ganancias ilícitas.  

● Recibir y pedir de los sujetos obligados los reportes de actividades sospechosas sin 
límite de monto. 

● Recabar información pública o confidencial, de cualquier organismo de registro 
público, el cual está obligado a colaborar, dentro del término que se le fije, con 
carácter preferente, urgente y de manera activa e inmediata a la Unidad de 
Investigaciones Financieras. 

● Acceder a cualquier base de datos, expediente, informe y cualquier otra forma de 
documentación de entidades públicas a fin de obtener la información necesaria que le 
permita cumplir con sus objetivos, no pudiendo negársele tal acceso. 

● Remitir a las autoridades competentes elementos necesarios debidamente 
fundamentados para la investigación y persecución penal correspondiente si, como 
resultado de la investigación, la Unidad de Investigaciones Financieras determina la 
existencia de una operación sospechosa. 

● Representar ante el superior jerárquico de la institución que corresponda una 
reclamación fundada, ante la negativa o negligencia del funcionario público que 
dificulte la investigación o entorpezca las funciones de la Unidad, a objeto de que se 
ejerciten las acciones legales del caso.90 

Ministerio Público Fiscalía 

En Bolivia, el Ministerio Público defiende la legalidad y los intereses generales de la sociedad, 
y ejerce la acción penal pública. El Ministerio Público tiene autonomía funcional, 

 
88 https://www.lostiempos.com/actualidad/seguridad/20210604/pofoma-recibe-cinco-denuncias-diarias-trafico-animales-
silvestres 
89 Ley Para La Defensa De Los Animales Contra Actos De Crueldad Y Maltrato, art. 10, que hace referencia a una modificación 
del Código Penal, art 350 bis y 350 ter. 
90 Reglamento de la Unidad de Investigaciones Financieras, Art. 18. 
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administrativa y financiera. La Fiscal o el Fiscal General del Estado es la autoridad jerárquica 
superior del Ministerio Público y ejerce la representación de la institución. 

Cuenta con varias direcciones responsables de tipos específicos de casos, ninguna de las 
cuales incluye expresamente aquellos que involucran delitos relacionados con el medio 
ambiente y los recursos naturales, entre ellas: 

● Dirección de Protección a Las Víctimas, Testigos y Miembros del Ministerio Público 
● Dirección de La Fiscalía Especializada en Delitos Contra la Vida y la Integridad 

Personal 
● Dirección de la Fiscalía Especializada en Delitos en Razón de Género y Juvenil 
● Dirección de la Fiscalía Especializada en Delitos de Corrupción, Tributarios, 

Aduaneros y LGI 
● Dirección Especializada de Persecución Penal Estratégica 
● Dirección de la Fiscalía Especializada en Delitos Patrimoniales y Solución Temprana 
● Dirección de la Fiscalía Especializada en Delitos de Narcotráfico, Pérdida de Dominio 

FT y LGI 

La falta de una dirección especializada en asuntos de comercio de vida silvestre y recursos 
naturales es un indicador de la falta de priorización dentro de la Fiscalía. 

Gestión Nacional de Información sobre Sanciones y Delitos 
Un desafío fundamental en Bolivia es la falta de datos sobre delitos accesibles al público. En 
el contexto de varias de las entrevistas realizadas, se hace referencia a bases de datos tanto 
públicas como privadas, casi ninguna de las cuales es accesible al público en general. 

Bolivia aún no cuenta con leyes nacionales en materia de acceso a la información pública, 
aunque sí con regulaciones de menor jerarquía, e.g., Decreto sobre Acceso a la Información 
(Decreto Supremo Núm. 28168), ni tampoco con una norma que regule la distribución de 
publicidad. 

El Decreto mencionado tiene por objeto garantizar el acceso a la información, como derecho 
fundamental de toda persona y la transparencia en la gestión del Poder Ejecutivo.91 En 
ejercicio de los derechos de información y petición, toda persona natural o jurídica, individual 
o colectivamente está legitimada para solicitar y recibir información completa, adecuada, 
oportuna y veraz del Órgano Ejecutivo.92 

Publicación Obligatoria 

De acuerdo con el artículo 10 del Decreto Supremo N° 28168 las entidades públicas deben 
publicar y actualizar en su página web, mínimo la siguiente información: 

● Presupuesto aprobado por el Tesoro General de la Nación (TGN). 
● Nómina de servidores públicos y consultores permanentes y eventuales, pagados 

por el TGN o por otras fuentes de financiamiento. 

 
91 Art. 4 D.S. N° 28168 
92 Art. 5 D.S N° 28168 

https://www.oas.org/juridico/pdfs/mesicic4_blv_ley28168.pdf
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● Datos principales de los contratos de bienes, obras, servicios y convenios 
celebrados por la institución. 

● Programas Operativos Anuales. 
● Reportes anuales de ejecución presupuestaria. 
● Planes anuales de Contratación de Bienes y Servicios enviados al Sistema de 

Información de Contrataciones del Estado - SICOES y reportes actualizados de su 
ejecución. 

Sistema de Información Constitucional Plurinacional 

Esta herramienta proporciona acceso a todos los casos en función de lo siguiente: 

● expediente por 
o fecha 
o fecha de ingreso 
o fecha de resolución 

● resoluciones (sólo por fecha) 
● nombres de las partes 
● jurisprudencia (efectivamente una búsqueda de palabras clave) 

El sistema no es del todo funcional. En algunos casos, indica cientos de casos, pero solo 
proporciona acceso a algunas de las páginas iniciales. El uso de la palabra clave 'fauna' 
devuelve 491 registros, siendo el más antiguo registrado en 2001. Todos estos parecen ser 
casos constitucionales, y el término fauna no es una indicación de que la fauna sea el tema 
del caso. En un caso, la resolución constitucional simplemente incluyó el texto completo de 
una ley en disputa que, entre muchas otras cosas, regula la fauna a nivel local. 

Utilizando otros términos (no fauna), los resultados son los siguientes: 

● animales – 894 casos, ninguno de los casos revisados se trata del tráfico  
● tráfico ilegal animal – 64 casos, pero entre ellos la mayoría se trata de tráfico en 

personas o copias de leyes que incluyan estos términos, pero donde el caso 
considere otras cuestiones. 

● vida silvestre – 606 casos, muchos de los cuales aparecen en el texto de una ley 
copiado para el caso 

● caza – 282 casos, la mayoría de los cuales son casos que no involucran la cuestión 
de la caza, sino casos en los que la ley aplicable contiene el término. 

● caza ilegal - ninguno 
● lavado de activos – 11 casos, ninguno incluyendo casos de tráfico de animales. 

 
No fue posible revisar todos los casos recuperados por el sistema. Suelen ser documentos 
extensos. Sin embargo, un muestreo exhaustivo no reveló ni un solo caso relacionado con 
el tráfico de vida silvestre per se. Puede que haya alguno entre los miles de registros 
posibles, pero probablemente muy pocos, si es que hay alguno. Dado el tema y la baja 
prioridad asignada a estos casos, es poco probable que sean vistos por el Tribunal 
Constitucional. 

ÉFORO 

La consulta de causas o procesos judiciales en Bolivia se realiza en el sistema ÉFORO 
(https://eforo.organojudicial.gob.bo). Éforo es el Sistema Informático de Gestión de Causas de 

https://eforo.organojudicial.gob.bo/
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las Oficinas Gestoras de Procesos del Órgano Judicial conforme a la Ley N° 1173, cuyas 
funciones principales son: el sorteo de causas, agendamiento de audiencias, recepción de 
memoriales, notificaciones electrónicas y brindar información al público a través de la 
ciudadanía digital, mediante la interoperabilidad con Sistemas Informáticos: del Consejo de la 
Magistratura (Sirej), Ministerio Público (Tritón JL), Segip y Agetic; así como también con el 
Buzón Judicial Electrónico (Mercurio) y Edictos Judiciales (Hermes) del Tribunal Supremo de 
Justicia. 

El sitio web del sistema Éforo, permite a la población en general, acceder sólo mediante su 
Ciudadanía Digital a sus respectivos procesos judiciales que gestiona la Oficina Gestora de 
Procesos; utilizando un navegador web (Google Chrome o Mozilla Firefox) desde cualquier 
locación geográfica con conexión a internet haciendo uso de computadoras de escritorio, 
portátiles o teléfonos móviles. La información que puede consultar un ciudadano digital de 
sus procesos judiciales son: información general de sus causas, memoriales, agendamientos 
y notificaciones de los mismos. 

Fiscalía 

La Fiscalía tiene varios portales al parecer que brindan acceso a información sobre procesos 
judiciales o información legal. El estándar de acceso, sin embargo, es a través del número de 
identificación de ciudadano del usuario. La información también parece estar limitada a 
aquellos casos asociados con el usuario. No parece haber ningún acceso general por parte 
del público, y ciertamente no por parte de ciudadanos extranjeros. 

Alianza por la Fauna Silvestre y los Bosques 

Como ya se presentó en los capítulos sobre Ecuador y Perú, La “Alianza por la Fauna 
Silvestre y los Bosques” es una acción regional público-privada que abarca cinco países y 
busca abordar las temáticas de tráfico de fauna silvestre y de madera bajo una estrategia 
articulada, intersectorial y transfronteriza, contribuyendo así a mitigar estas amenazas cuyos 
impactos son ambientales, económicos, sociales y a la salud pública. En el marco de la 
Alianza, WCS recopila desde 2020 información de fuentes oficiales y no oficiales para 
generar una base de datos criminales interna que elementos como pueden la localización, 
especies, número de especímenes, estado de los animales, personas arrestadas, sentencias 
condenatorias y penas de prisión y multas. No se ha tenido acceso a esta base de datos 
interna sino a los resúmenes agregados que se publican con carácter semestral por medio 
de infografías en el portal de la alianza, cuya compilación se puede consultar en el Anexo 10. 
WCS Reportes Semestrales de Noticias sobre Tráfico de Fauna Silvestre en la Región Andes.  

La Figura 30 reproduce los resultados de los reportes semestrales desde 2020 de noticias 
sobre tráfico de fauna silvestre en Bolivia, los cuales recogen 566 noticias de decomisos.   

 Figura 30. Número de noticias de decomisos de fauna silvestre en Perú 2020-2023 

Casos Criminales 2016-2022 
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La falta de acceso a bases de datos oficiales de casos hizo imposible que se realizara una 
recopilación exhaustiva de casos de recursos naturales. En cambio, en la medida de lo 
posible, se ha recopilado información anecdótica de fuentes no oficiales. Como tal, no hay 
forma de confirmar gran parte de la información que sería útil para evaluar la aplicación de la 
ley o de la creación de una base de datos dedicada al tema.  

Según fuentes entrevistadas,  

● En general no se llegan a sentencias condenatorias porque existen debilidades en la 
cadena, entre ellas la alta rotación de agentes en POFOMA, la poca experiencia en 
casos de vida silvestre por parte de fiscales y la judicatura.  

● Hay experiencia de cooperación judicial con la región latinoamericana y con Europa, 
pero no con Asia, para aplicar a los nuevos casos de tráfico como el de colmillos de 
jaguar.  

● POFOMA cuenta con un registro interno sistematizado de casos que no incluye 
información sobre los casos penales ni tampoco sobre el destino de los animales. 
En el registro ingresan aproximadamente 500 casos al año, los cuales se ponen en 
manos de la Fiscalía con la evidencia que POFOMA recoge, limitada por su falta de 
acceso a fuentes de información importante como son los antecedentes penales o la 
información de concesiones forestales. 

● El Tribunal Agroambiental se ocupa de casos de tala ilegal, pues no ha habido 
ningún caso sobre delitos contra la fauna. En relación con las sentencias de casos 
penales, aunque son información que se considera pública, la falta de recursos hace 
que sólo se publiquen online (desde el año 2012) aquellas que han pasado por el 
Tribunal Superior. 

● No existe una base de datos nacional consolidada sobre animales confiscados. No 
obstante, la Dirección General de Biodiversidad y Áreas Protegidas (DGBAP) 
recopila anualmente un informe de cada uno de los centros de acogida y rescate, 
por lo que debería haber una estadística de cuántos animales han llegado a los 
distintos centros cada año. Información anecdótica recopilada 

Información anecdótica recopilada de fuentes entrevistadas sobre casos criminales 
incluye:  

● En un grupo de madres de estudiantes en Whatsapp se ofrecieron múltiples 
animales (loros, monos, otros). Se denunció a las autoridades, pero parece que 
nada sucedió porque los anuncios seguían sucediendo en el chat con normalidad, 
reflejando una falta de conciencia de que se trataba de un delito grave. Finalmente, 
se entiende que el caso está en las manos de POFOMA porque los diversos 
anuncios han dejado claro que se trata de una operación organizada, a gran escala, 
y que puede trabajar bajo pedido.  

● Se ha detectado un caso de peces ornamentales de especies protegidas, que se 
comercializan hacia USA en forma de huevos, que es la forma en que han logrado 
mayor grado de supervivencia. En este caso, las autoridades de USA están 
involucradas y ya hay un número de caso asignado, esperando utilizar el Lacey Act 
para enjuiciar a los culpables.  
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● Hubo una confiscación de 1,500 pájaros de origen peruano en peligro de extinción 
viajando en camión en el lado fronterizo de Bolivia (500 fallecidos). Los pájaros 
supuestamente iban a surtir el mercado japonés para ser usados en peleas (se trata 
de una especie de alta agresividad). Las versiones de las autoridades bolivianas y 
peruanas no coinciden a la hora de resolver la repatriación de los especímenes, con 
Bolivia alegando que no puede repatriar por el peligro de que las aves sean 
incineradas y Perú alegando que ninguna autoridad vecina les contacta. El caso 
está actualmente en investigación y su información es confidencial.  

● Hubo otro caso de 185 colmillos de jaguar interceptados a una pareja de 
ciudadanos chinos, junto a otros bienes como pieles de caimán. La noticia tuvo 
amplia repercusión social (Mongabay) y gracias a la presión social se logró una 
condena de 3 años a la mujer, mientras el hombre se fugó del país.  

● En el Parque Nacional Madidi, donde no se accede por carretera sino únicamente 
en avioneta, se sabe de la tala ilegal masiva para la implementación de campos de 
producción y procesamiento de coca.  

Conclusiones y Recomendaciones 
• Hace falta clarificación sobre el estatus y la aplicación del artículo sobre el anti-

lavado de activos. Según información anecdótica, parece que la aplicación de la ley 
en este sentido ha sido suspendida, aunque el propio marco legal sigue vigente y 
hay algunos indicios de que se está aplicando en el contexto de casos de 
corrupción pública. No hay indicios de que se haya utilizado en relación con 
ninguno de los casos de comercio ilegal de vida silvestre mencionados. 

• Hay esfuerzos paralelos de recopilación de denuncias y casos sin integración o 
acceso fuera de la agencia responsable, lo que lleva a gastos simultáneos para 
esfuerzos similares o iguales y afecta gravemente la cooperación interinstitucional. 

• La falta de acceso a bases de datos relacionadas (antecedentes, licencias y 
permisos) afecta negativamente la capacidad de investigar, obtener pruebas 
probatorias y tomar decisiones procesales.  

• Estimar y analizar el número y tipo de denuncias, casos y casos juzgados que 
implica el tráfico ilegal de vida silvestre es, dada la inaccesibilidad de los datos 
oficiales, una imposibilidad práctica.  

• Elevar la pena para cumplir UNTOC es necesario.  

 
 




